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SEÑOR PRESIDENTE (Souza).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Director del Departamento de Derecho Penal de la 
Universidad Católica, doctor Martín Risso. 


SEÑOR RISSO.- Siempre es un honor ser convocado por el Parlamento y espero humildemente ser de 
alguna utilidad para ustedes. 


Voy a hacer un par de precisiones iniciales. En primer lugar, voy a analizar el tema exclusivamente desde el 
punto de vista jurídico; voy a prescindir de mis opiniones personales desde el punto de vista ético, moral, 
político, etcétera. Quiero tratar de determinar qué surge en el ordenamiento jurídico vigente en Uruguay que 
tenga relación con el tema. 


Un segundo punto de partida refiere al bloque de constitucionalidad de los derechos humanos. Por este 
bloque se entiende el conjunto de normas constitucionales internacionales que refieren a los derechos 
humanos. Esta es una concepción relativamente nueva, del siglo XXI, y es aceptada en toda América Latina, 
con excepción de Paraguay y Venezuela; en Uruguay, está en la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia desde 2009. Por lo tanto, si una ley es inconstitucional, será inválida, pero también puede ser 
inconvencional y ser inválida. 


Quiero presentar algunas premisas interpretativas vinculadas con el caso que debemos analizar. 


En tal sentido, tenemos que mencionar un principio aceptado en todo el mundo occidental, que es el pro 
homine o pro persona. De este principio se deducen dos grandes consecuencias que tienen directa relación 
con el tema en análisis. La primera de ellas es la directriz de preferencia de interpretaciones. Toda norma 
jurídica, por definición, puede ser interpretada en más de un sentido, y cuando eso ocurre, el intérprete en 
materia de derechos humanos tiene que elegir a qué interpretación le reconoce mayor amplitud o mayor 
protección al derecho humano en juego. 


Una segunda consecuencia de este principio refiere a la directriz de preferencia de normas. Es posible que 
dentro del bloque de los derechos humanos, un mismo derecho sea regulado en forma distinta. En ese caso, 
hay que optar por aquella norma que mejor protege el derecho humano, prescindiendo de las más restrictivas. 
Directamente con este tema, se vincula algo básico pero que menciono de todas formas, y es que las 
soluciones de principio -así lo son las interpretaciones de los derechos humanos- son de interpretación 
expansiva. 


En materia de derechos humanos, las excepciones a la protección son interpretación restrictiva. 


Con este punto de partida, cabría empezar por la primera pregunta para hacer en este tema. Desde el punto de 
vista jurídico ¿desde cuándo hay vida protegible? En la actualidad, la solución es extraordinariamente 
sencilla y mucho más que en otras disciplinas, puesto que el numeral 1 del artículo 4 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos dice que hay vida protegible desde el momento de la concepción. Esta 
es la norma más protectora en la materia y, por lo tanto, es la que debemos utilizar necesariamente. Desde el 
punto de vista jurídico, toda otra discusión sobre el sistema nervioso y desde cuándo hay vida propiamente 
dicha no es relevante, y jurídicamente la vida hay que protegerla desde el momento de la concepción. Esa es 
la norma más favorable y no tenemos forma de escapar a esta solución. 


A su vez, el numeral 1 del artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos también dice que 
la vida se protege "en general" desde el momento de la concepción. Entonces ¿qué quiere decir "en general"? 
Si nosotros lo analizamos bien, vemos que el "en general" se refiere a la protección. Esto es, la solución 
general, la solución de principio en materia de vida es la protección del derecho a la vida. Por lo tanto, toda 
forma de restricción o de alteración será una norma de excepción. Esto reitera lo que decía antes: las normas 
de principio son de interpretación expansiva y las de excepción, de interpretación restrictiva. 


Esta primera constatación nos vincula al tema con el artículo 7? de la Constitución, que utiliza exactamente la 
misma expresión que la Convención Americana. Este artículo dice que los habitantes tenemos derecho a ser 
protegidos en el goce de la vida. Nuevamente la solución de principio, lo que se llama principio de protección 
en materia de derechos humanos, es la protección de la vida, aunque la Constitución admite que por ley 


puedan establecerse algunas excepciones basadas en razones de interés general. Sobre el tema de razones de 
interés general, voy a volver en algunos minutos. 


Desde el punto de vista teórico, podríamos decir que hay dos grandes tendencias en cuanto a la 
interpretación. La primera nos dice que las excepciones al principio general solo son admisibles cuando 
existen fundamentos y justificaciones verdaderamente importantes que demuestren la necesariedad de esa 
limitación. Una más amplia podría decir que los Poderes Legislativos latinoamericanos tienen derecho de 
establecer todas las limitaciones que entiendan conveniente. 


Desde el punto de vista de la interpretación habitual en materia de derechos humanos, la posición correcta es 
la primera. No puede admitirse que los Poderes Legislativos nacionales de los distintos Estados puedan 
modificar el texto de la Convención, sino que, como son normas de excepción, siempre van a tener que estar 
debidamente justificadas y la justificación tiene que ser analizada con cuidado y rigor. En caso de duda en 
cuanto a que prospere la justificación, deberá considerarse que eso es inconstitucional. 


Acá llegamos al tema del interés general. En Uruguay, en lo que va del siglo XXI -hay algunos antecedentes 
de fines de los años noventa-, a nivel judicial y político se viene haciendo una interpretación del interés 
general que no es la correcta de acuerdo a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Convención 
Americana también tiene el concepto de razones de interés general y la Corte ha señalado que es un concepto 
jurídico indeterminado muy peligroso, porque puede ser interpretado y utilizado en el sentido de que es una 
garantía para los derechos humanos o que es una excusa para la limitación de los derechos humanos. 


La Corte Interamericana ha dicho que la opción correcta es la primera, es decir, que es una garantía y nunca 
una habilitación, y mucho menos una habilitación en blanco. Lamentablemente, en Uruguay muchas veces en 
el lenguaje habitual esto se ha distorsionado. Inclusive, es frecuente que se diga -lo he visto en alguna 
sentencia- que los derechos humanos están subordinados al interés general. Desde el punto de vista de los 
derechos humanos, es un error grave; todo está subordinado a los derechos humanos. Es decir que la solución 
es exactamente la contraria, es la que surge de la Constitución y es peligroso sostener una posición distinta. 


Reitero que la solución de principio es la protección de los derechos humanos, que figura en el primer inciso 
del artículo 7 y la excepción es la ley establecida por razones de interés general con una justificación fuerte y 
valedera. 


¿Qué son las razones de interés general en sentido estricto, siguiendo la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y de la mejor doctrina nacional que arranca con Jiménez de Aréchaga? 
Antes que nada, hay que poner el acento en razones; interés general es accesorio, lo que importa son las 
razones. Las razones de interés general es un concepto jurídico indeterminado que se extrae de la 
Constitución, del derecho internacional de los derechos humanos, de los principios generales, de los valores, 
del sistema único de derechos humanos 


Las razones de interés general implican aquellas razones que son necesarias para asegurar la eficacia de todo 
el sistema de derechos humanos. No es un concepto que habilite a que arbitrariamente se decida limitar un 
derecho u otro, sino que el horizonte tiene que ser siempre la protección del sistema único e indivisible. 


¿Cómo se hace para analizar cuándo hay razones de interés general y cuándo no? Acá aparecen dos 
principios muy viejos que permiten analizar estos temas. Son dos principios de creación jurisprudencial, que, 
además, tienen algo interesante. Uno apareció en Estados Unidos y el otro en Alemania, los dos en el siglo 
XIX, y tienen por objeto la preocupación por controlar el margen de decisión de las autoridades del Gobierno 
frente a los derechos humanos. Los dos nacen con el objetivo de proteger los derechos humanos frente a los 
actos de autoridad. 


El principio de razonabilidad tiene su primera consagración en minoría, en discordias, en la jurisprudencia de 
la Corte Suprema estadounidense en el año 1872, y en 1902 empezó a ser la posición mayoritaria de la Corte 
Suprema de Estados Unidos en un caso muy curioso, el caso Lochner, que es recordado como uno de los tres 
antiprecedentes, es decir, uno de los tres ejemplos de lo que una Corte Suprema no debe hacer. 


Sin embargo, pese a la atrocidad que significó ese caso, la formulación del principio de razonabilidad está ahí 
y es la primera vez que apareció. 


El principio de razonabilidad dice que toda limitación o restricción de los derechos humanos tiene que estar 
justificada, no puede ser arbitraria, tiene que ser justa y no puede ser desproporcionada. A partir de 1902, con 
vaivenes y distintos criterios, la Corte Suprema de Estados Unidos lo viene utilizando. 


El principio de proporcionalidad nace en Alemania a fines del siglo XIX. Este principio tiene el mismo 
objetivo que el otro, es decir, determinar hasta dónde pueden llegar las autoridades de Gobierno en la 
limitación de los derechos humanos. Los alemanes son mucho más precisos -suelen serlo- y estructuran este 
principio de proporcionalidad en tres pasos. Primero, hay que analizar la idoneidad de la medida legislativa, 
después, la necesariedad y, si podemos pasar esas dos primeras etapas, se termina en una ponderación en 
sentido estricto. 


Estos dos principios de razonabilidad y proporcionalidad, que son primos hermanos, en América Latina 
vienen siendo utilizados en forma indistinta, y, a veces, fusionada. Es habitual en América Latina que para 
definir el principio de razonabilidad se recurra a los componentes de proporcionalidad, y para definir los de 
proporcionalidad, se recurra a los componentes de la razonabilidad. 


El rango constitucional de estos dos principios en el Uruguay nunca ha sido cuestionado; deriva de la propia 
noción de Estado de derecho. En un Estado de derecho, ninguna autoridad puede actuar contra o fuera del 
derecho, y ninguna autoridad puede actuar, en el ejercicio del poder conferido por la Constitución o por la 
ley, en forma arbitraria o en forma desproporcionada. 


También se menciona, como fundamento de estos principios, el artículo 7? de la Constitución porque, 
precisamente, cuando hace referencia a razones de interés general, nos está hablando de la razonabilidad. 


Hay un tercer fundamento que coadyuva con los anteriores, que es el artículo 72. Estos dos principios, en 
tanto garantía de los derechos humanos, tienen rango constitucional por ser inherentes a la personalidad 
humana o por ser derivados de la forma republicana de gobierno. 


En definitiva, la forma más práctica de analizar si se cumple con los requisitos de la Convención Americana 
y de la Constitución uruguaya en materia de limitación de un derecho humano es recurrir al principio de 
proporcionalidad. 


Ahora me voy a referir a los proyectos. Voy a imaginar distintas hipótesis y voy a ver cómo jugaría el 
principio de proporcionalidad en cada caso. 


Imaginando una ley que establece que cuando existe un probado riesgo -desde el punto de vista médico, 
científico- para la vida de la madre, es decir, que si no se interrumpe el embarazo, corre serio riesgo la vida 
de la madre, tendríamos que preguntarnos cuál es el objetivo de la ley. Necesariamente, sería interrumpir el 
embarazo a los efectos de salvar la vida de la madre. Conclusión: la medida es idónea para alcanzar el fin 
perseguido. 


El segundo paso sería preguntarnos si es necesaria. "Necesariedad", en el sentido jurídico, significa: ¿esa 
medida es la única forma de alcanzar el objetivo perseguido o existe otra forma que permita no lesionar el 
derecho o lesionarlo en menor medida? Nuevamente, en el caso de riesgo de vida de la madre y la necesidad 
de interrumpir el embarazo, es la única medida posible. Por lo tanto, ese proyecto de ley cumpliría con el 
segundo requisito, que es la "necesariedad". 


Luego pasamos al tercer paso, el más complicado, que es la ponderación. Ahí tenemos que poner en los dos 
platillos de la balanza el derecho a la vida del no nacido y el derecho a la vida de la madre. Desde el punto de 
vista jurídico, son derechos que están absolutamente en igualdad de posiciones; no hay forma de distinguir. 
La realidad -quizás, sentido común- es que, en esos casos, todo el mundo -no conozco ninguna opinión que 
haya dicho lo contrario- opta por la vida de la madre, la vida que está desarrollada, que tiene otro tipo de 
expectativas porque puede haber otros hijos, una familia, etcétera. Pero, cuidado, porque desde el punto de 
vista jurídico, no es tan fácil distinguir cuál de los dos derechos es el que prima, porque ambos son lo mismo, 
el derecho a la vida y, en principio, los dos tienen exactamente el mismo valor. En este caso no habría 
problema; una ley que estableciera eso sería ajustada a la Constitución; sería una excepción al principio 
general de protección. 


Un segundo caso que parece bastante claro desde el punto de vista jurídico es cuando la ciencia médica 
determina que el no nacido va a morir antes, durante o muy poco tiempo después del alumbramiento. En ese 
caso, ponemos, nuevamente, de un lado el sufrimiento de la madre y de toda la familia por prolongar ese 
embarazo sabiendo cuál será el desenlace y, del otro, el derecho a la vida, pero no es el derecho pleno, sino el 
derecho restringido, limitado por razones médicas, por razones biológicas de la naturaleza. Entonces, parece 
que ahí se equiparan razonablemente y llegamos a la conclusión de no someter a la madre y a la familia a un 
sufrimiento innecesario y anticipar la interrupción del embarazo. 


Estos son dos casos claros y, en general, no existen dudas en el mundo occidental. 
Ahora paso a otros dos casos que si bien no generan dudas, sí las generan desde el punto de vista jurídico. 


En primer lugar, ¿qué pasa con una ley que autorice la interrupción del embarazo cuando la concepción es 
producto de una violación? Todos sabemos que una de las agresiones más fuertes que puede sufrir una mujer 
es todo lo que implique la agresión física acompañada o exclusivamente señalada por una violación. Sabemos 
que una violación ocasiona trastornos y deja secuelas en cualquier mujer. Entonces, agregar a toda esa 
situación inaceptable la obligación de que esa mujer conviva durante nueve meses con un embarazo que no 
quiso -quizás no conozca al padre-, teniendo en cuenta toda la emotividad y la afectividad que implica ese 
período, para algunos, es excesiva. 


En cambio, desde el punto de vista jurídico, la situación es altamente cuestionable, porque, nuevamente, de 
un lado, ponemos el derecho a la vida del no nacido -que no tiene ninguna responsabilidad en la violación, 

porque es su consecuencia- y, del otro, una serie de derechos o de intereses que puede tener la madre. Pero, 
cuidado, hay una desproporción: sigue pesando más el derecho a la vida. La mujer que sufrió una violación 
va a tener serios problemas para superarla, con embarazo o sin él. 


En el caso de la violación, creo que la inmensa mayoría de los seres que compartimos una filosofía occidental 
tendemos a pensar que se puede interrumpir. Es, en cierta forma, la solución del Código Penal uruguayo, pero 
reconozcamos que si esto lo analizamos en un sentido estrictamente jurídico, ahí también hay una 
desproporción: vale más un derecho a la vida que el otro. 


El derecho a la vida, en el caso de interrupción del embarazo, afecta su contenido esencial: se destruye el 
derecho, y eso no va a tener arreglo. En el caso de los derechos de la madre quizás, de alguna forma, pueda 
revertir o pueda acomodarse en el futuro. 


Acá tenemos un primer tema en el que -reitero-, jurídicamente, parece que prima el derecho a la vida y, según 
el sentido común y lo que uno piensa como ser humano, parecería que debería haber algunas excepciones. 
Inclusive, en este ejemplo hay que tener mucho cuidado con el caso concreto, porque una cosa es la mujer 
que fue violada por un extraño, que no conoce, pero sabemos que, lamentablemente, también existen 
violaciones entre parejas, esposos, concubinos, novios, etcétera. Esos casos también los deberíamos analizar 
con cuidado. La violación de una mujer por su esposo es un acto repudiable, que tiene que ser sancionado por 
el ordenamiento jurídico, pero también habría que ver hasta qué punto es tan grave que esa mujer tenga al 
hijo de su marido en su vientre y siga adelante con el embarazo. Es un caso complicado. 


Vinculado con esto aparece el embarazo de niñas de doce o trece años. ¿¿Se puede interrumpir el embarazo? 
¿Una ley podría establecer la posibilidad de interrumpir el embarazo? Posiblemente, sea el caso más 
complicado. De un lado, tenemos el derecho a la vida del no nacido y, del otro, en el caso de una niña y 
teniendo en cuenta todas las consecuencias negativas que puede llegar a tener ese embarazo en su 
adolescencia y en su vida futura, uno podría decir que casi se están nivelando los dos derechos, pese a que es 
más importante el otro. Desde el punto de vista jurídico, en este caso, es más importante el derecho a la vida 
por la contundencia de la limitación. En el caso de interrupción del embarazo, se aniquila el contenido 
esencial del derecho, o sea que se destruye, y ese derecho a la vida no va a volver a existir. En el caso de la 
niña, es muy grave lo que le está pasando, pero debemos coincidir en que tiene posibilidades de rehacer su 
vida. 


Conozco el caso de una niña que quedó embarazada, tuvo su hijo y siguió razonablemente con su vida, se ha 
adaptado y ya tiene alrededor de treinta años. 


Reitero que estamos hablando de casos extraordinariamente sensibles. 


Hay otro motivo por el cual se puede interrumpir el embarazo, que muchas veces aparece en el ordenamiento 
jurídico y que, en cierta forma, está previsto en nuestro Código Penal; me refiero a las causas económicas. 
Una mujer podría optar por abortar cuando prueba -y no cabe la más mínima duda- que no está en 
condiciones de alimentar ni cuidar al niño. Se trata de una mujer sin recursos, de extrema pobreza, que 
trabaja percibiendo un sueldo verdaderamente muy bajo y no tiene con quién dejar al niño. En mi opinión, 
este es uno de los casos más claros en que admitir el aborto sería inconstitucional. Si nosotros admitimos esto 
-en cierta forma, está implícito en el Código Penal-, llegaríamos a la violación del principio de igualdad, lo 
que es verdaderamente inaceptable, porque tendríamos que concluir que los hijos de una mujer rica, cuando 
están en el vientre de la madre, tienen más derechos que los hijos de una mujer pobre cuando están en el 
vientre de la madre. Ahí estaríamos diferenciando los derechos en directa relación con la situación económica 
de la madre, lo cual es aceptable. Una de las desigualdades más desagradables que hay -discriminación en 
sentido estricto- es la que proviene de la situación económica de las personas. 


Sé que es difícil, pero en este caso me parece que es evidente la desproporción y creo que lo que tiene que 
hacer el Estado es lo que dice la Constitución, es decir, apoyar económicamente -pero en serio, no 
formalmente- la situación de esa madre a los efectos de que pueda convivir con su hijo, educarlo y tener una 
vida lo más razonable posible. 


Hay otros ejemplos que han aparecido en el derecho comparado. Hay un caso que se discutió muchísimo y 
que ocurrió en un país europeo, creo que en Alemania -no recuerdo si fue hace ocho o doce años-, unos 
meses antes de las Olimpíadas. Era una muchacha de diecinueve años que había pasado prácticamente toda 
su vida entrenando para los Juegos Olímpicos. La disciplina en la que participaba era gimnasia artística, en la 
que se es bueno hasta los diecinueve, porque después de los veinte años no se puede competir. Esta muchacha 
había participado de muchas competencias europeas, había obtenido triunfos importantes y ella y su entorno 
estaban muy entusiasmados con lo que podría lograr en los juegos olímpicos. Tres meses antes de los juegos 
olímpicos, quedó embarazada de su novio. Entonces, ahí viene la pregunta. ¿Tiene o no tiene derecho a 
abortar? Era su olimpíada, para la otra ya no iba a estar en buenas condiciones; era esa. La muchacha fue por 
derecha, quiso abortar legalmente. Esto se discutió mucho en Europa y la conclusión a la que se llegó fue que 
no, que en definitiva había una desproporción muy grande entre el derecho a la vida del no nacido y el 
legítimo sueño que tenía la muchacha de participar de los juegos olímpicos. Se dijo en la sentencia que los 
sueños dependen muchas veces de situaciones externas imprevisibles; que esta muchacha podía haberse roto 
la pierna en un accidente y tampoco hubiera podido participar, y que el hecho de haber quedado embarazada 
era bastante mejor que haberse roto una pierna. En definitiva, se negó su derecho al aborto. Creo que en este 
caso está bien; si bien era legítima la posición de la mujer, había una desproporción verdaderamente 
importante entre los valores jurídicos en juego. Podríamos decir que algunos casos son más o menos 
discutibles, aunque estos dos últimos no lo son. Creo que admitir los abortos en estos casos sería 
inconstitucional y contrario al Pacto de San José de Costa Rica. 


Ahora llegamos a lo que le interesa a esta Comisión. ¿Sería ajustado a la Constitución y al derecho 
internacional de los derechos humanos permitir los abortos libres de la mujer dentro de las primeras ocho, 
diez, doce, catorce semanas? El término no importa mucho si estamos dentro de lo razonable. Tendríamos 
que someter a estos eventuales proyectos de ley al principio de proporcionalidad. ¿Cuáles son los fines que 
persiguen estos proyectos? Yo diría que en general buscan tutelar la libertad de la mujer -aunque a veces se 
agrega el uso sobre su propio cuerpo, lo que es un poco más complicado desde el punto de vista de los 
derechos humanos-, que podrá decidir si va a tener un hijo o no. 


También aparece el derecho al proyecto de vida, que no es menor. Algunos lo llaman el derecho a soñar 
despierto y a tener la expectativa de ordenar la vida de acuerdo a determinados objetivos que para esa 
persona son valiosos. ¿Es idónea la interrupción del embarazo para satisfacer el derecho a la libertad y al 
proyecto de vida de la mujer? Indudablemente, la idoneidad existe. Se corta el embarazo, y la mujer recobra 
plenamente su libertad. ¿Es necesario? Sí, si queremos tutelar el derecho de la mujer que no quiere tener el 
hijo, indudablemente la única posibilidad que existe es proceder a la interrupción del embarazo. El problema 
es -y esto es lo que se discute en materia de derechos humanos- la ponderación. De nuevo tenemos que poner 
de un lado de la balanza, el derecho a la vida -que es similar al de los nacidos, de acuerdo al Pacto de San 
José de Costa Rica- y del otro, derechos verdaderamente importantes de la mujer. ¿Qué pasa en esa 
ponderación? A mí me parece que desde el punto de vista exclusivamente jurídico -no estoy dando mi 
opinión; es más, algunas de las cosas que dije jurídicamente no coinciden con lo que pienso- en ese caso hay 
una clara desproporción. El derecho a la vida tiene que pesar sobre el derecho a la libertad. Cuando nosotros 


ponderamos siempre debemos tener presente aquello que inventaron los alemanes, que hoy se acepta en todos 
lados, que es el contenido esencial del derecho. Lo verdaderamente grave es cuando afectamos el contenido 
esencial de un derecho. En este caso tenemos, por un lado, el derecho a la vida del no nacido -si aceptamos la 
interrupción del embarazo lo afectamos definitiva e irrecuperablemente- y por otro, el contenido esencial del 
derecho a la libertad de la madre. Este último no se ve afectado, se ve limitado, recortado -no sé si 
entorpecido es la palabra-, alterado por un embarazo y por el nacimiento de un hijo, pero el proyecto de vida 
y la libertad de la madre pueden ser reordenados y, de hecho, en la mayoría de los casos lo son. Creo que este 
es el tema central de esta Comisión. Considero que partiendo de la Constitución y del derecho internacional 
de los derechos humanos hay interrupciones del embarazo que son ajustadas a derecho y otras muy 
discutibles. Considero que la interrupción libre del embarazo por parte de la mujer es contraria a la 
Convención y a la Constitución uruguaya. 


Quiero agregar dos aspectos que me parecen verdaderamente importantes en cualquiera de las hipótesis -sea 
cual sea la decisión de la Comisión-, que generan problemas de constitucionalidad. El primero es el padre. De 
acuerdo con la Constitución y el derecho internacional de los derechos humanos, los padres y las madres 
tienen exactamente los mismos derechos y las mismas obligaciones respecto a los hijos. Estos derechos y 
estas obligaciones existen desde antes de la concepción, porque en una pareja normal tienen que estar los dos 
de acuerdo para concebir. Me parece que es imprescindible -esta es una constatación del principio de 
igualdad constitucional entre padres y madres- que el padre participe en la decisión. El padre tiene que ser 
llamado y escuchado; no puede pasar que el padre se entere de repente de que su pareja o determinada mujer 
estuvo embarazada de él pero ya abortó. Creo que habría que establecer mecanismos que aseguren 
confiablemente que la madre individualice al padre. Si la madre es casada o tiene un concubinato registrado 
es bastante fácil, pero hay que evitar que la madre, simplemente para apurar la decisión del aborto, diga que 
no sabe quién es el padre. Creo que habría que idear algún mecanismo, algún tipo de declaración jurada, y si 
la madre miente a los efectos de dejar al padre fuera de la decisión, necesariamente tiene que recibir una 
sanción. Este es un tema de derechos humanos: el padre no debería, jurídicamente hablando, estar fuera de 
esto. 


El último punto -tengo algunos problemas al respecto, pero no quiero entrar en derecho penal con el Código 
Penal- que para mí es básico y que en algunos estados de Estados Unidos se regula en la forma en que voy a 
decir, es la garantía jurisdiccional, el principio jurisdiccional o el acceso a la Justicia, como quieran llamarlo. 
La pregunta es ¿cuándo, en materia de derechos humanos, debe intervenir un Juez? Si nosotros miramos la 
Constitución y el derecho internacional de los derechos humanos, hay una cantidad de casos en que se 
necesita un Juez. Por ejemplo, para privar a una persona de su libertad, se necesita la actuación judicial. 
Nuestra Constitución prevé, para períodos de normalidad, la posibilidad de que la Policía arreste a un 
individuo en los casos de infraganti delito -cuando lo descubre cometiendo el delito-, pero también la 
Constitución da la garantía de que, en forma inmediata y dentro de las veinticuatro horas, ese individuo tiene 
que ser puesto a disposición del Juez. El Juez es colocado por la Constitución y el derecho internacional 
como la garantía básica de la libertad. También requiere intervención del Juez el ingreso al hogar de una 
persona de día -de acuerdo a la Constitución uruguaya, de noche no se puede-; no puede ser decisión de la 
Policía ni de ninguna autoridad, se requiere la garantía jurisdiccional. La interceptación de comunicaciones, 
de llamadas, se puede hacer, pero en algunos casos que la ley establece requiere orden del Juez. Una 
autoridad administrativa no puede sacar a una persona de su hogar sin orden del Juez. Todo esto nos va 
demostrando que la Constitución tiene un criterio que es aceptado en forma unánime: para los casos más 
graves de violación de los derechos humanos se requiere la participación de un Juez. Esto no puede ser 
resuelto en sede administrativa y menos en el ámbito privado, se requiere la garantía judicial. A mí me parece 
evidente que si se va a discutir la interrupción del embarazo, inclusive en los casos en que todos estaríamos 
de acuerdo en que corresponde, necesitamos la garantía de un Juez. Necesitamos un Juez que nombre un 
defensor para el no nacido, que escuche las razones por las que los médicos están tan seguros de que la madre 
corre peligro de vida o de que ese niño no nacido va a ser inviable, no va a nacer con vida. Esto se puede 
hacer en forma rápida y respetuosa de la privacidad de las personas. Se puede establecer, por ejemplo, que el 
Juez fije la audiencia en un plazo de veinticuatro o cuarenta y ocho horas desde que se solicita, que se 
designe un defensor para el no nacido, que se cite al padre o eventualmente a algún médico, y que la decisión 
judicial -en definitiva es el Juez quien decide si se interrumpe o no el embarazo- sea dada en una resolución, 
en una orden muy breve y muy concisa que no mencione argumentos o la situación. Inclusive, se puede 
establecer que los expedientes judiciales sean absolutamente reservados, ya que estamos hablando de cosas 
necesariamente muy sensibles. Insisto, y esto quedó para el final pero me parece de las cosas verdaderamente 
más importantes: no podemos afectar el derecho a la vida del no nacido sin la garantía que implica el Juez. 


En los proyectos hay referencias a comités asesores, lo que me parece muy bien, porque mejora mucho la 
situación, pero desde el punto de vista constitucional y de los derechos humanos falta la garantía 
jurisdiccional. Esta sí se establece cuando son menores de edad. En ese caso, es inevitable. No podemos 
permitir que la decisión la tome un menor de edad y no parece razonable ni siquiera que la tomen los padres. 
Pero, en mi opinión, esta debería aplicarse para todos los casos. 


En definitiva, como conclusión de lo que he dicho, en la Convención Americana y en la Constitución 
uruguaya se establece un principio general de protección que orienta al aplicador del derecho hacia la 
protección de la vida. Las excepciones que se pueden establecer -puede haber excepciones-, de acuerdo con 
el Pacto de San José y con la Constitución uruguaya, son de interpretación estricta y deben estar debidamente 
justificadas, no pudiendo ser apresuradas ni gratuitas. Hay que tener cuidado con las razones de interés 
general -no sé si quieren profundizar en ese tema-; en el ámbito de los derechos humanos, estas son garantía 
de los derechos humanos y no habilitaciones para que se limiten los derechos humanos. Esto es 
verdaderamente importante. 


El camino parece ser el principio de proporcionalidad. En ese caso, encuentro algunas situaciones en las que - 
personalmente no tengo ninguna duda de la posibilidad de interrumpir el embarazo en las situaciones que 
mencioné: riesgo de vida de la madre o inviabilidad del no nacido-, si bien hay una desproporción jurídica, a 
uno, como ser humano, le cuestan, como es -el caso de la mujer violada que -vaya a saber en qué estado 
está-, además, queda embarazada. Es un tema complicado, aunque la fundamentación jurídica realmente 
resultaría muy difícil. 


Respetuosamente, creo que habilitar el aborto libre a la mujer, aunque sea dentro de las doce primeras 
semanas, colide contra las normas nacionales e internacionales, porque hay una desproporción en los bienes 
jurídicos que están en contraposición. 


Los últimos dos puntos que mencioné, que también son relevantes, tienen que ver con el padre, al que no se 
debe dejar afuera de todo esto, y con la garantía jurisdiccional; estamos hablando de una limitación muy 
grave a un derecho básico como para eludir al Juez. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Quiero hacer una anotación, porque es común en la Comisión 
escuchar un término mal aplicado, que es médico y no jurídico. Habitualmente, se utiliza el término 
"parto" como sinónimo de "alumbramiento", lo que no corresponde. En realidad, el alumbramiento es 
el parto de la placenta; el del niño, es el parto. Cuando hablamos de nacimiento, es el parto. La 
placenta se alumbra un rato después del niño. Hago esta aclaración simplemente para utilizar los 
mismos códigos al hablar. 


Concretamente, quiero formular una pregunta al profesor Risso con respecto al artículo 3%, que está vinculado 
con la última frase con la que resumió su ponencia. En el artículo 3* del proyecto de ley, con las 
modificaciones que se van a plantear -que ya fueron adelantadas por la mayoría de la Comisión-, que refiere 
a los requisitos para la interrupción del embarazo, se establece: "Antes de las 12 (doce) semanas de gravidez, 
la mujer deberá concurrir a consulta médica ante una institución de medicina integral, pública o privada, 
habilitada por el Ministerio de Salud Pública, a efectos de poner en conocimiento del médico las 
circunstancias derivadas de las condiciones en que ha sobrevenido la concepción, situaciones de penuria 
económica, sociales o familiares o etarias que, a su criterio, le impiden continuar con el embarazo en curso". 
¿Estas condiciones que se detallan son las que el profesor Risso expresó que están dentro de lo que llamó la 
inconstitucionalidad e inconvencionalidad? 


SEÑOR RISSO.- En primer término, acepto -por supuesto- la precisión sobre el alumbramiento. Hay 
muchos conceptos jurídico médicos que son complicados, como sucede con el concepto de concepción. 
Los abogados lo manejamos, pero también se tiene dudas sobre el concepto de concepción, fecundación 
y anidamiento. Hay una discusión en ese sentido, porque se trata de tiempo -muy breve y solo tiene 
incidencia en la famosa pastilla del día siguiente, pero fuera de eso, no tiene relevancia jurídica. 


Me refería a los casos que fueron mencionados. El tribunal constitucional más prestigioso del mundo es el 
tribunal alemán, sin lugar a dudas; lo es a partir de la Segunda Guerra Mundial. ¿Qué haría el tribunal alemán 


en este caso? Analizaría todo el procedimiento y llegaría a la ponderación. Esta implica poner los intereses y 
los derechos que hay de un lado y de otro, sopesándolos luego. 


En lo personal, el concepto de penuria económica tiene el agregado que mencioné. Me parece muy 
complicado porque establecer la posibilidad de interrumpir el embarazo por razones de penuria económica 
implica decir que los no nacidos que están en el vientre de una mujer rica tienen más derechos a ser 
protegidos en el derecho a la vida que los otros. Creo que es terrible que la situación económica de la madre, 
en este caso, termine incidiendo en los derechos de los hijos. 


En líneas generales, estamos hablando de las condiciones que fueron mencionadas. 


SEÑORA LAURNAGA.- Quiero saber si para el profesor Risso el concepto de ponderación tiene 
factores objetivos o está determinado por variables culturales. Hace muy pocos años, hemos reconocido 
el derecho de los menores a ser personas con -derecho a la identidad, por ejemplo. Hasta hace quince 
años, en este país, el derecho a la identidad de una niña o de un niño, de una menor o de un menor, 
dependía de la voluntad de los adultos. El concepto de derecho está en expansión, y en mi opinión, 
también está determinado culturalmente. ¿Cómo puede el profesor Risso hablar de ponderación y 
comparar sistemas jurídicos muy diferentes, en los que las variables culturales pueden incidir? ¿Hay 
datos objetivos que configuran la ponderación como una variable aplicable a un análisis de manera 
incuestionable, para decirlo de alguna manera? Cada vez que uno escucha a un médico o a un 
abogado, se siente complicado. 


SEÑOR RISSO.- De los tres pasos del juicio de proporcionalidad, indudablemente la ponderación es el 
más complicado de todos -no cabe la más mínima duda- y tiene, en cierta forma, un componente 
subjetivo que debe ser minimizado. En este asunto diría que los razonamientos deberían ser muy 
parecidos desde el punto de vista jurídico en todo el mundo occidental. Desde la Segunda Guerra 
Mundial se reconoce en forma pacífica que los derechos humanos tienen un doble contenido: por un 
lado, el que se considera núcleo esencial de un derecho, que cuando se afecta, desaparece el derecho - 
estamos hablando de algo distinto- y, por otro, una cantidad de aspectos que refieren a ese derecho, 
pero que pueden ser limitables. Ese concepto de contenido esencial, que tiene origen en la Ley 
Fundamental de Bonn, de 1949, se acepta pacíficamente y en Uruguay está claramente asimilado con 
un concepto anterior, que es el concepto doctrinalmente desarrollado por Jiménez de Aréchaga relativo 
al derecho preexistente. Entonces, ¿cómo se trata de objetivar -en la abogacía, el ciento por ciento de 
objetividad no existe- la ponderación? Se trata de analizar entre distintos derechos, en la medida en 
que una opción ataca el contenido esencial del derecho, o sea que hace desaparecer el derecho en ese 
caso, y la otra ataca algo aleatorio, pero no el contenido esencial. En el caso de la interrupción del 
embarazo, el derecho a la vida del no nacido es arrasado, no queda absolutamente nada de él; en 
cambio, el derecho a la libertad de la madre no es arrasado, es limitado, pero la madre va a continuar 
con sus decisiones y va a rehacer y a reacomodar su vida como corresponde. Ahí se ve la ponderación. 
Todos los derechos valen lo mismo. No se trata de que el derecho a la vida prime sobre el de la libertad 
de la madre, sino que la limitación del derecho a la vida destruye el derecho a la vida, en ese caso 
concreto. En cambio, la no interrupción del embarazo no va a hacer desaparecer el derecho a la 
libertad de la madre, ni siquiera su derecho al proyecto de vida; solo tendrá que adaptarlo, buscar la 
vuelta para que sea compatible. Ahí es donde está la diferencia objetiva. En un caso se afecta el 
contenido esencial y en el otro no. 


En cuanto a que varía culturalmente, yo diría que en el mundo occidental no hay tantas variantes en materia 
de derechos humanos. 


SEÑORA LAURNAGA.- ¿Y la pena de muerte? 


SEÑOR RISSO.- Son muy pocos los países en los que existe la pena de muerte y el derecho 
internacional de los derechos humanos no la admite. Por ejemplo, con Alemania -o con la mayoría de 
los países europeos- no tenemos mayores diferencias en los conceptos y, normalmente, la 
jurisprudencia se traslada sin mayores dificultades. 


Repito: lo que objetiva la comparación es el contenido esencial. En un caso se rompe el derecho -se lo hace 
desaparecer- y, en el otro, se limita, pero se respeta el contenido esencial. 


SEÑOR POSADA.- En su primera intervención, el doctor Risso hizo referencia al inciso primero del 
artículo 3“, relativo a las circunstancias derivadas de las condiciones en que ha sobrevenido la 
concepción, situaciones de penuria económica, etcétera, que en realidad actualmente están planteadas 
en el Código Penal. Teóricamente, estas son las causas que se esgrimen como eximentes de pena para la 
mujer que se practica el aborto. Es decir que, en todo caso, retrotraer estas referencias no hace más 
que tomar definiciones o conceptos que están establecidos en la ley vigente. 


Me parecía importante traer nuevamente a colación este tema. 


SEÑOR RISSO.- Aunque no esté de acuerdo con la hipótesis, el hecho de incluir en el artículo 3” 
algunos requisitos mejora bastante el tema, así como también el asesoramiento que se da. Sería mucho 
peor si la mujer simplemente dijera que quiere abortar y pudiera hacerlo. Es decir, hay una mejoría 
importante desde ese punto de vista. 


Independientemente de lo que se resuelva, me parece que se precisa al Juez. En mi opinión, la palabra final la 
tiene que tener un Juez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos enormemente su aporte, el que, sin lugar a dudas, será de 
insumo para el trabajo de la Comisión. 


(Se retira de Sala el señor Director del Departamento de Derecho Penal de la Universidad Católica) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la reunión. 


A los efectos de que quede constancia en la versión taquigráfica, queremos informar que la señora Diputada 
Laurnaga ha propuesto convocar al doctor Oscar Sarlo y a la doctora Alicia Costa, integrantes de la Cátedra 
de Derecho Penal de la Universidad de la República. Asimismo, tendremos en cuenta la propuesta del señor 
Diputado García. 


(Ingresa a Sala el doctor Eduardo Esteva, integrante de la Cátedra de Derecho Constitucional y Derechos 
Humanos de la Universidad de Montevideo) 


——- La Comisión tiene mucho gusto en recibir al doctor Eduardo Esteva, integrante de la Cátedra de 
Derecho Constitucional y Derechos Humanos de la Universidad de Montevideo. 


SEÑOR ESTEVA.- Voy a proceder a presentar, desde mi punto de vista, el sistema constitucional 
uruguayo que está involucrado con los tres proyectos de ley que se me remitieron. A su vez, voy hacer 
alguna referencia al relacionamiento entre las previsiones del Derecho Constitucional uruguayo y las 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, los cuales han sido invocados en el procedimiento 
de elaboración de los proyectos o, en su caso, en las exposiciones de motivos. 


El punto de partida sobre el examen del tema, a nivel de la Constitución uruguaya, ha sido prácticamente el 
mismo desde 1830, aunque en 1918 se realizó un agregado. Lo que es igual desde 1830 es el artículo 7”. Con 
respecto a este artículo, la doctrina nacional es unánime en cuanto considerar que el derecho a la vida es un 
derecho preexistente a la regulación constitucional y constituye un derecho absoluto en los términos que 
personalmente expliqué y que están publicados hace más de treinta años. A vía de ejemplo, el artículo 26 de 
la Constitución inhibe absolutamente la posibilidad de aplicar la pena de muerte. 


El artículo 7* de la Constitución tiene dos oraciones. De la interpretación de la primera surge lo que manifesté 
precedentemente, es decir, que el derecho a la vida -entre otros- es un derecho reconocido y no consagrado 
por la Constitución. A su vez, la segunda oración indica que nadie podrá ser privado de estos derechos, es 
decir, a ser protegido en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Esa es la norma 
que tenemos desde 1830. La que se adicionó en 1918 es el actual artículo 72, que dice: "La enumeración de 


derechos, deberes y garantías hechas por la Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana o se derivan de la forma republicana de gobierno". Este artículo ha sido objeto de 
diversas lecturas desde su descubrimiento doctrinal, cuarenta años después de su redacción, es decir, desde 
1958. Las últimas lecturas realizadas, que tienen unos quince años de antigúedad hacen un relacionamiento 
de la previsión del artículo 72 con los instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos. Es 
decir que para el intérprete uruguayo la inherencia a la personalidad humana resultaría de las circunstancias 
de que el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, por la vía de los procedimientos constitucionales, indicaran 
que el Estado uruguayo ratifica y se hace parte de un determinado tratado. 


El tema del aborto, en forma genérica e imprecisa, ha presentado dos grandes estadios en el marco 
constitucional. El primero fue casi de ignorancia de la problemática, ya que el tema no se trató. Por otro lado, 
en el único constitucionalista que he encontrado una referencia -con toda lógica por su brillantez-, es en el 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga, el tercero, en su conocida obra "La Constitución Nacional". Cuando él 
trata el derecho a la vida dice que la protección de la vida en forma indirecta se realiza en ocasiones a través 
del derecho penal. Ejemplo: el aborto. 


El resto de la doctrina en Uruguay no enfocaba la problemática del aborto en el marco constitucional, hasta 
que a comienzo de la década de los noventa, en el siglo pasado, empiezan a publicarse algunas 
contribuciones que, con matices, fundamentan la problemática constitucional de leyes reguladoras del aborto 
en los artículos 7 y 72 de la Constitución. Ese es el primer encuadre. 


El segundo encuadre es el siguiente. Es habitual que cuando el legislador ingresa al disciplinamiento de un 
determinado Instituto se planteen problemas de colisiones o conflictos de derechos. La doctrina universal está 
muy dividida. Hay quienes creen que lógicamente no puede pensarse en conflictos o colisiones entre 
derechos. A vía de ejemplo, no podría racionalmente pensarse en un potencial conflicto entre un derecho de 
la madre y un derecho del feto, es decir, del concebido no nacido. Hay otras concepciones que sostienen que 
sí se plantean verdaderos conflictos y hay que resolverlos de determinada manera. Esto para el Uruguay -no 
en el mundo- es relativamente reciente. Yo diría que recién a partir 1998 empieza a examinarse la 
problemática de los potenciales conflictos. La cuestión es cómo se resuelven. 


Hay varias posibilidades teóricas. Yo pienso que una de las más adecuadas, desde el punto de vista científico- 
jurídico, es la teoría de la necesidad del respeto del núcleo contenido esencial de cada derecho. En lo 
personal, tengo claro que no podrían plantearse conflictos entre los derechos primarios -ejemplo: el derecho a 
la vida- y los derechos secundarios, por ejemplo: el derecho a la protección en el goce de la vida. Si se 
plantearan conflictos, deberían ser entre derechos secundarios o consagrados, y no entre un derecho 
secundario o consagrado y un derecho preexistente u original. Este es el segundo aspecto del encuadre de la 
problemática constitucional al examinar cualquier proyecto de ley que regule estas materias. 


Hay un tercer aspecto, que no lo he visto planteado, al menos en Uruguay. Tenemos determinada regulación 
en la Constitución, que puede ser interpretada en el sentido de que el derecho a la vida comprende al 
concebido no nacido, y otra, que resulta de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, llamada 
Pacto de San José de Costa Rica. Por tanto, existen dos regulaciones. En lo que atañe al Uruguay, eso 
adquiere relevancia a partir de 1985, con la ley que ratifica el Pacto de San José de Costa Rica. En verdad, el 
problema ya existía desde antes por la Convención de Viena sobre el derecho a los Tratados, ratificada por 
Uruguay en 1981. 


¿Qué es la protección convencional regional que resulta del Pacto de San José de Costa Rica? Lo dice 
claramente la segunda oración del preámbulo, y también el artículo 29, literal b) del Pacto. Estamos ante una 
protección complementaria o coadyuvante -tal como dice el preámbulo- y ante una protección que no puede 
posibilitar, en ningún caso, la interpretación de las disposiciones de la convención en forma de disminuir la 
protección que dé el derecho interno. Dicho de otro modo -no son palabras mías-; son palabras de la doctrina 
general: los pactos internacionales en materia de derechos humanos son un derecho de mínima, si se le 
compara con el derecho interno; si este tiene una protección superior a esa protección de mínima, prima el 
derecho interno. Entonces, cuando adicionamos esta problemática, tenemos un aspecto específico para el 
análisis del tema, que figura en el artículo 4%, número 1 del Pacto de San José de Costa Rica cuando, después 
de una coma, usa las palabras "en general". Esto ha sido objeto de interpretación en diversos sentidos. Lo he 
visto en la exposición de motivos de algunos de los proyectos a consideración de esta Comisión. No he 
encontrado un razonamiento con respecto a si el derecho uruguayo configura una protección menor que la 


que da el Pacto de San José de Costa Rica. Si es menor, prima el Pacto de San José; si es mayor la del 
derecho interno, prima el derecho interno. Entonces, con toda lealtad, planteo ese tercer tópico porque en los 
últimos años, en gran medida, la problemática ha girado entorno a cómo se interpretan las dos palabras en 
general, si es una excepción a lo anterior o si ha dado origen -como he leído en la exposición de motivos de 
algún proyecto de ley en forma muy correcta- a interpretaciones contradictorias. Al menos serían tres las 
interpretaciones posibles. Además, está en juego el valor de las opiniones vertidas por quienes participaron en 
la elaboración de ese artículo 29 que, curiosa y remotamente, tiene origen uruguayo. En 1958 el profesor 
Alberto Ramón Real propuso la incorporación al entonces proyecto del Pacto de San José de Costa Rica de 
una parte importante de ese artículo 29. Entonces, simplemente trasmito que es verdad que el artículo 4* del 
Pacto de San José de Costa Rica tiene determinada redacción. Tenemos un problema que es la interpretación, 
conforme al literal b) del artículo 29, a la luz del preámbulo y de la concepción universalmente aceptada en 
cuanto a que el derecho internacional convencional, regional, de protección de los derechos humanos es un 
derecho de protección mínima y no máxima. 


Planteadas así las cosas, con ese encuadre, es obvio que desde hace algunas décadas la problemática en 
Uruguay ya no se resuelve en cuanto a si es constitucional o no. Tenemos el problema de si inciden los 
Tratados internacionales en materia de derechos humanos y en qué grado. He escrito esto hace un tiempo; 
está a punto de publicarse. En síntesis, estos son los tres aspectos que considero de relieve. 


Si uno toma un proyecto -cualquiera esa- regulador de esta problemática, se debería hacer la gimnasia 
intelectual de examinar esos tres tópicos que he mencionado. Primero, en la regulación de este tema está en 
juego el derecho a la vida, comprendiendo un derecho a la vida del concebido no nacido. Diría que la 
respuesta afirmativa tiende a ser la mayoritaria en la doctrina uruguaya. A veces, hay razonamientos que no 
se ciñen a lo jurídico. Recuerdo, por ejemplo, que en un trabajo del año 1971 el profesor José Korzeniak Fuks 
traía a colación el aspecto biológico y sus proyecciones del derecho a nacer, etcétera. Pero otros, en los 
últimos tiempos, se están ciñendo a la problemática puramente jurídica, como he tratado de hacerlo yo en los 
minutos que llevo de exposición. Sea por la vía del artículo 7” o del artículo 72 parece razonable concluir 
que, a partir de la concepción, hay un tema de especial interés constitucional. 


A continuación, viene el tema de los potenciales conflictos de derechos. ¿Cómo se solucionan? No es simple. 
No existen recetas preestablecidas para ello. Muchas veces el legislador va regulando determinado instituto y 
va optando por algunos de los derechos o valores que están comprometidos. Otras veces, es tarea del Juez. En 
este caso, a la luz del texto de los proyectos que he consultado con interés, pienso que en gran medida el 
legislador está resolviendo la problemática de esos conflictos de una forma que será compartible o no y podrá 
generar, en algún momento -si la iniciativa se convierte en ley-, una impugnación de inconstitucionalidad, 
pero uno no puede "prima facie" pronunciarse acerca de cuál va a ser el comportamiento de personas 
humanas que son las que integran los órganos jurisdiccionales. Sí tengo claro -me atrevo a afirmarlo- que no 
puedo comparar el conflicto de un derecho preexistente a la regulación constitucional, un derecho natural, 
con un derecho que está consagrado por la Constitución. Puedo usar una terminología utilizada por el 
profesor Cassinelli Muñoz en cuanto a los derechos primarios y a los derechos secundarios que, quizá, 
esclarezca más. Los derechos primarios son los naturales, los originales, los inherentes y los derechos 
secundarios son los consagrados por una disposición de la Constitución. Cité a Cassinelli Muñoz, pero puedo 
citar a Justino Jiménez de Aréchaga -tercero en el tiempo- y a todos los autores de la doctrina uruguaya que 
han tratado el tema. 


Me referí a la problemática de los conflictos para que el legislador, en uso de sus potestades constitucionales, 
evalúe esa cuestión, si considera del caso. 


El resto es un tema que en Uruguay no se ha planteado o, por lo menos, no se ha visualizado. Me refiero a si 
el artículo 4” del Pacto de San José de Costa Rica es útil o no para resolver esta problemática. Pienso que la 
protección del derecho interno de rango constitucional es superior y no posibilitaría invocar la expresión "en 
general" para dar una regulación diferente. 


He culminado. Quedo a disposición de los señores legisladores para responder las preguntas que consideren 
del caso. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Quisiera que el invitado ampliara más acerca del primer párrafo del 
artículo 7” de la Constitución. 


SEÑOR ESTEVA.- La primera oración del artículo 7” establece: "Los habitantes de la República 
tienen derecho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad". 
Cuando se trata la problemática del aborto, la primera objeción que se hace por parte de algunos 
autores es con respecto al término "habitantes", ya que el feto no es un habitante. 


En un artículo sobre este tema Gros Espiell insistió mucho en la primera palabra de la segunda oración, que 
es "Nadie", tratando, de alguna manera, de refutar ese argumento de que el feto no es habitante de la 
República. Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el goce de su vida. 
Probablemente, el primero que analizó en profundidad el tema haya sido Justino Jiménez de Aréchaga, en el 
entonces tomo II de la Constitución nacional. Dijo que el lector tenía que advertir que la Constitución no está 
consagrando el derecho a la vida, sino que está reconociendo el derecho del goce de la vida, lo que es algo 
muy distinto, al igual que los otros derechos. 


Si yo digo -como lo dijeron muchos autores, incluido Justino Jiménez de Aréchaga-, por utilizar un 
argumento de autoridad, que la vida es un derecho preexistente, no puedo ingresar a distingos sobre habitante 
o no habitante porque, por definición, la vida es un derecho preexistente. Pero me pueden quedar dudas - 
como les han quedado a algunos autores-, y ahí viene la incidencia del artículo 72, que no deja lugar a dudas 
razonables; ya no se plantea el problema de habitante. La enumeración de derechos -que es lo que aquí nos 
interesa- hecha por la Constitución, no excluye los otros derechos que son inherentes a la personalidad 
humana. 


Curiosamente, el tema fue tratado en una de las primeras oportunidades en que se estudió el alcance del 
artículo 72 por un autor argentino, que estaba circunstancialmente exiliado en Uruguay: Arturo Enrique 
Sampay. Digo circunstancialmente porque lo desarrolla en un librillo pequeño sobre la declaración de 
inconstitucionalidad de las leyes y dedica cuatro páginas a ese problema; es quien descubre -puede decirse- el 
artículo 72. Además, lo conecta con una problemática de la vida, del derecho a nacer. 


Después viene un período en la interpretación del artículo 72, en 1958, con dos artículos de los doctores 
Alberto Ramón Real y Héctor Barbé Pérez. Pasan veinte años hasta que el doctor Cajarville Peluffo se vuelve 
a ocupar del tema y le da la proyección del derecho internacional. 


Entonces, si nos ubicamos en una concepción como la contemporánea, uno podría decir que es claro que si 
Uruguay ratificó el Pacto de San José de Costa Rica, entra por la vía del artículo 72 el concepto de vida desde 
la gestación. Dónde queda el problema es lo otro que podríamos preguntarnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Eduardo Esteva. 


(Se retira de Sala el doctor Eduardo Esteva) 


(Ingresa a Sala el doctor Hugo Rodríguez, representante de la Cátedra de Medicina Legal de la Facultad de 
Medicina) 


——- La Comisión da la bienvenida al doctor Hugo Rodríguez, representante de la Cátedra de Medicina 
Legal de la Facultad de Medicina de la Universidad de la República, a quien agradecemos la presencia en la 
mañana de hoy. 


Esta Comisión se encuentra abocada al estudio de los proyectos de interrupción voluntaria del embarazo, que 
oportunamente hicimos llegar. En ese sentido, entendimos pertinente escuchar la opinión de quien nos visita. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Muchas gracias en nombre de la Cátedra de Medicina Legal de la Facultad. 
Para nosotros es una distinción que se tomen en cuenta nuestras opiniones sobre este tema, que sin 
duda es muy importante y sensible, y no se nos escapa que es sumamente complejo desde el punto de 
vista político y de la ingeniería parlamentaria. 


Nuestro rol es simplemente dar una opinión sincera que no pretende poner palos en la rueda en ningún 
sentido. Quiero dejar esto bien claro. 


Me parece saludable que el Parlamento busque legislar e intervenir en una cuestión que es un problema desde 
el punto de vista social, sanitario, judicial, etcétera. Como médicos, tanto en carácter de trabajadores en el 
sistema de salud como en el sistema judicial ejerciendo como médicos forenses, hemos tenido contacto con 
una casuística variada sobre temas de aborto que nos permite ver algunos supuestos e hipótesis de lo que 
puede ocurrir en la vida real, que hace que inevitablemente al leer los proyectos, uno piense cómo caería 
algún caso dramático que hemos tenido, si se le daría solución o se generaría un problema nuevo. 


Nos parece bien que el Parlamento esté buscando legislar en este tema con total independencia de la postura 
filosófica que cada persona puede tener sobre el aborto, el comienzo de la vida humana, etcétera, porque no 
hay ninguna duda de que se trata de un problema y que la ley que está vigente desde 1938 tal vez no da la 
respuesta más adecuada a las situaciones que se viven hoy. Los abortos se practican con distintos métodos. 
La forma de realizar abortos ha variado y ha ido acompasando el conocimiento médico con bastante 
independencia de la criminalización. 


Otro aspecto que me parece que hay que tomar en cuenta -así lo han hecho los legisladores porque se lo 
menciona- es la normativa sobre la protección de la maternidad, que fue conocida inicialmente como 
Iniciativas Sanitarias, en 2004 se transformó en una ordenanza dictada por el Ministerio de Salud Pública y 
posteriormente pasó a ser ley, a partir de la ley de salud sexual y reproductiva. Esto significó un cambio 
cultural muy importante en el sector médico porque hasta esa etapa la conducta que se seguía, por ejemplo, 
en el hospital de referencia obstétrico en el Uruguay, era bastante más represiva que lo que la norma 
establecía, por lo menos en dos sentidos. Por un lado, se denunciaba a las mujeres que se iban a asistir por las 
complicaciones de un aborto. Esto era una práctica totalmente naturalizada pese a que constituye un delito 
expresamente previsto en el Código Penal y a que la propia ley que ilegalizó el aborto y lo declaró delito en 
1938 establecía una forma de notificación de esas situaciones de manera anónima y exclusivamente a la 
autoridad sanitaria. Sin embargo, la conducta era bastante más agresiva que lo que la ley establecía. 


Por otro lado, la conducta también era sumamente represiva porque los abortos que estaban contemplados en 
la ley, que algunos penalistas llaman abortos privilegiados -son abortos que no tienen pena y tienen una causa 
de justificación, por lo tanto cae la antijurisdicidad-, no se practicaban en el sistema de salud y las mujeres 
eran expulsadas al circuito clandestino. En ese sentido, hubo un cambio y se estableció una política sanitaria 
nacional que preveía una consulta preaborto y una posaborto garantizando la confidencialidad. 


Posteriormente, en nuestra Cátedra -en ese momento todavía estaba el profesor Guido Berro- elaboramos 
unas pautas para la realización de abortos, lo que llamamos "abortos con indicación médico legal", que era 
para que se practicaran aquellos que estaban contemplados en la ley, institucionalmente, reduciendo el riesgo 
de las mujeres que decidían recurrir a esa solución. Todos esos fueron algunos avances. 


Con respecto al tema que nos trae hoy, podemos decir que hemos recibido cuatro textos: el proyecto que tiene 
media sanción del Senado; un proyecto del señor Representante Posada; luego una versión modificada de 
este proyecto pero que, básicamente, tiene una estructura muy parecida al original, y el proyecto del señor 
Diputado Amado. 


Más que hacer un punteo artículo por artículo, quería señalar algunos aspectos que me generan 
cuestionamientos de algunos de esos proyectos. 


Uno de ellos, que está en dos de los proyectos, es la forma en que se diferencia a las menores del 
procedimiento general y se establece una suerte de obligación de participación de los padres en esa decisión. 
Más allá de que esto, en un porcentaje considerable de los casos, pueda tener sentido y ser adecuado, en 
nuestra opinión significa un retroceso con respecto a lo que el Parlamento ha sancionado recientemente con 
relación a los derechos de los adolescentes maduros. 


No me gusta utilizar el término "menor" porque suena como noticiero policial; en realidad, son niños, niñas y 
adolescentes, y la propia ley sobre salud sexual y reproductiva, en su último artículo, modifica el Código de 
la Niñez y la Adolescencia, y establece un procedimiento muy claro en cómo se tiene que manejar la consulta 
médica con los adolescentes y, especialmente, en materia de salud sexual y reproductiva. No entendemos por 
qué se debería generar un retroceso en ese sentido, y por qué no debería quedar el mismo régimen establecido 
en el Código de la Niñez y la Adolescencia a partir de la modificación que le introdujo la ley sobre salud 
sexual y reproductiva. 


Ese artículo ratifica algo que está en muchas otras normas, es decir, el derecho de las adolescentes a la 
intimidad y a la confidencialidad de la consulta, y también establece, con muy bien criterio, que los médicos 
deben propender a que haya un adulto referente que acompañe al adolescente. Para mí esa es una solución 
excelente, prudente y razonable que mantiene los derechos de los adolescentes maduros a la confidencialidad, 
que no los deja liberados a su destino en soledad y que propende a que haya un adulto, pero que no establece 
quién debe ser el adulto que debe ejercer ese rol. 


En la casuística que mencionaba hoy de lo que cada uno piensa naturalmente cuando ve estas cosas, puedo 
decir que así como en la inmensa mayoría de los casos uno elegiría a los padres para ejercer ese rol, en no 
pocos casos no los elegiría, y habría que respetar si una adolescente madura, que tiene razones para que no 
sea su padre, por ejemplo, quien decida u opine si va a continuar o no con un embarazo no deseado, decide 
que no fuera esa persona quien desempeñara ese rol. 


Ese es un punto que me resulta muy fuerte y bastante caro. Es una de las principales críticas que hago a dos 
de los proyectos porque me da la sensación -quizás esto es algo totalmente impertinente, pero aclaro que es 
una sensación- de que para avanzar en un derecho se rebajan otros que ya estaban consagrados en nuestro 
derecho interno y que, en muchos casos, también constituyen derivaciones de normas internacionales como la 
Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes, que entre otras cosas establece, a partir de los 
quince años, la confidencialidad de la consulta. 


Esto tiene que ver con lo que decimos generalmente en la Facultad cuando hablamos de la confidencialidad y 
del secreto: la confidencialidad y el secreto no importan con los que no nos conocen sino, especialmente, con 
la familia. Reitero que me parece que se tendría que respetar esta situación como se establece en las leyes 
muy recientes y que actualmente están vigentes. 


Otro tema es el siguiente. Puede ser duro de aceptar, pero tengo que decir claramente que no compartimos 
que para la causal de violación se exija una denuncia judicial, porque hay muchas razones para que una mujer 
que fue violada -no necesariamente hay que pensar en una mujer que es violada por una patota de 
desconocidos en la esquina, sino en una casuística mucho más vinculada a lo familiar, a la cercanía- decida 
que hacer la denuncia judicial le generaría más daño y la haría exponerse a declarar frente a un receptor, a 
careos, a pericias, resultándole sumamente dañino emocional y existencialmente. 


En la región hay mecanismos alternativos. Por ejemplo, en Brasil existe desde hace varios años una norma 
que establece expresamente que la mujer puede hacer la denuncia de una relación abusiva en el sistema de 
salud, en el marco de las normas de confidencialidad que rigen la relación clínica, y no exponerse a una 
situación que, en muchos casos, no quiere enfrentar. 


Puedo asegurarles que, como médico, he estado muy cerca de situaciones en las que se ha recomendado no 
hacer la denuncia judicial porque sería más victimizadora y agregaría un daño más a la situación. Me parece 
que es ponerle una carga a la mujer; es como decirle: "Te violaron, te embarazaron, pero si querés hacerte un 
aborto, no vas a tener más remedio que hacer la denuncia judicial". Hoy, la ley da una opción, porque el 
Código Penal establece que esos delitos se persiguen a instancias de parte, excepto en los casos en que hay 
implicados menores o situaciones abusivas especialmente previstas, y me parece que es precisamente en 
atención a esta situación, a la peculiar característica de estos delitos y a las razones interpersonales que 
suponen en muchos casos, especialmente, cuando se trata de personas conocidas. 


Por otra parte, obviamente, la denuncia judicial tampoco evita una denuncia falsa, una "excusa" -entre 
comillas- para ingresar en una causal de aborto fuera de los plazos. Si lo que se teme es que se pueda fingir o 
simular un delito en el sistema judicial, esto también puede hacerse en el sistema policial, así que no se 
evitaría el riesgo de que se abusara de esta causal, aunque es muy improbable que se abuse de ella por todo lo 
que implica. 


Estoy convencido -si bien la doctrina penal está dividida, creo que estoy francamente en minoría-, y voy a 
tratar de explicar por qué, de que la ley penal actual no tiene cuatro causales de aborto privilegiado, como 
mencionaron: el aborto honoris causa, el aborto por angustia económica, el aborto por violación y el 
terapéutico, sino que tiene cinco, porque el terapéutico abarca dos bien diferentes. El codificador los 
estableció en forma diferente y les dio un tratamiento penal y procesal diferente. Uno es por causa grave de 
salud, y otro, para salvar la vida de la mujer. 


El aborto por causa grave de salud requiere consentimiento y el aborto para salvar la vida de la mujer no tiene 
pena, aun cuando se ha hecho sin consentimiento. El tratamiento penal y la forma en que están redactados 
son diferentes, porque una causal hace referencia a causa grave de salud y la otra al peligro de vida para la 
mujer. Me parece que es razonable interpretar que la causa grave de salud no está -como sostiene la mayoría 
de la doctrina penal- refiriéndose exclusivamente a la salud materna, sino que incluye también a la salud 
fetal, a diferencia de la otra causal que refiere al peligro de vida para la mujer. Esto lo digo para traerlo a un 
principio de realidad, porque más allá de lo que interpreten nuestra Cátedra, el Instituto de Derecho Penal y 
sus diferentes integrantes, los abortos por causa grave de salud fetal se han hecho desde 1938 en forma 
absolutamente transparente. 


De hecho, a lo largo de todos estos años, ha habido Comisiones en el Ministerio de Salud Pública que han 
atendido este tipo de embarazos. Si ustedes consultan a quienes las han integrado, verán que la mayoría de 
esta causística implica causa grave de salud fetal. No estamos hablando de una malformación, de cualquier 
cromosomopatía ni de incompatibilidad, con la vida extrauterina; es un poco más que eso. 


En 1938, el mismo año en que se creó esta ley -me enteré por casualidad-, el Ministerio de Salud Pública creó 
una Comisión con un nombre horrible: "Comisión de Eugenesia". Esto me da para pensar que en aquella 
época no había ninguna duda de que la causa grave de salud fetal estaba contemplada. Luego, vino otra con 
un nombre tal vez peor: "Comando de lucha contra el aborto criminal". Esa Comisión autorizaba, de una 
manera transparente, con historia clínica y en las instituciones, algunos abortos por causa grave de salud 
fetal. Insisto: graves; no nos referimos a un niño Down ni a uno que tenga un dedo más o un dedo menos. 
Nos referimos a causas verdaderamente graves con mal pronóstico, con una vida muy desgraciada. 


Posteriormente, vino la Comisión de normativas de asesoramiento sobre interrupción voluntaria después de la 
gestación, que es la que está vigente. Si ustedes consultan a todas las personas que han integrado esas 
Comisiones, van a ver que esos abortos se han autorizado desde la autoridad sanitaria en forma bastante 
regular. En ese sentido, noto una distinción favorable en el proyecto del señor Diputado Amado, ya que no se 
mete a limitar a la causa grave de salud materna, sino que establece causa grave de salud. Esto, en base a un 
principio de realidad y de lo que ocurre en la práctica desde 1938 hasta ahora, deja abierta otra posibilidad. 


Sé que el proyecto presentado por el señor Diputado Posada, que fue modificado -como dije al principio-, 
está inspirado en el derecho comparado y que hay países que han optado por ese camino, pero quiero decir, 
con toda franqueza, que me resulta sumamente duro que una mujer que esté en esa situación deba pasar, por 
lo menos, por tres profesionales, en el caso de que uno sea el mismo al que se le hizo la consulta inicial o, de 
lo contrario, por cuatro profesionales. 


Me resulta, en principio, duro. No es lo mismo que un equipo multidisciplinario participe en su asistencia 
para sobrellevar una situación tan complicada; sobre eso, no tendría ninguna duda. El hecho de que se 
establezca como condición para interrumpir el embarazo que la mujer sea vista por un médico, un psicólogo 
y un asistente social, me resulta un poco duro y es diferente de cómo está planteado en la normativa que rige 
actualmente, por la cual el equipo disciplinario está orientado directamente a la asistencia y, por supuesto, 
como cualquier forma de asistencia, requiere su consentimiento. Me resulta complicado decir a una mujer 
que si no acepta eso, quedará privada de las posibilidades que la ley otorga. Esa es la lectura que hago. 


Reconozco que también me resulta duro establecer un plazo mínimo de cinco días -aunque tal vez en la 
práctica el plazo de cinco días pueda no ser excesivo y sea absorbido por la lógica del funcionamiento del 
sistema-, cuando uno piensa, sobre todo, en el aborto terapéutico en el caso de un hijo deseado, y también si 
se trata de una violación que generara un hijo no deseado. Obviamente, el espíritu que anima el 
establecimiento de ese plazo es evitar una decisión irreflexiva, apresurada, tomada en un momento emocional 
inadecuado, etcétera, y la intención es que la mujer decida, de acuerdo con sus reales valores, cuando esté 
pensando de acuerdo con su proyecto y no influenciada por una situación emocional complicada, pero 
cuando se incorpora como una obligación, me resulta algo penalizador, por lo que me choca. No obstante, si 
se me pregunta si es mejor que la situación actual, responderé que mucho mejor, sin ninguna duda. Hago esa 
puntualización, pero, de todas formas, señalo que sería un avance con respecto a lo que existe hoy. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Quiero hacer una consulta al profesor Rodríguez con relación a este 
punto, que califica como algo duro -es una valoración personal-, no como profesor de la Cátedra, sino 
como perito forense, basándose en su práctica profesional. En su experiencia, seguramente, ha tratado 


con mujeres violadas. Entonces, ¿considera que ante la eventualidad de que exista un tribunal -como se 
estable en el proyecto- al que deba presentarse la mujer para inscribirse para realizarse un aborto 
legal, decida no pasar por él y recurra a un aborto ilegal? 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- A ver si entendí bien. Si la pregunta es si, en mi experiencia, la mujer 
preferiría recurrir al aborto ilegal antes que pasar por estas situaciones, debo contestar que, en mi 
experiencia, no lo vi, porque es una situación nueva, pero hay circunstancias parecidas. Bajo el sistema 
actual, por el que se debe acudir a la Comisión Asesora para la Interrupción de la Gravidez, que 
funciona en el Ministerio de Salud Pública, conozco dos casos en los que las mujeres no esperaron el 
resultado -la Comisión tiene determinado tiempo para expedirse, simplemente porque no está reunida 
las veinticuatro horas-, y una de ellas se practicó el aborto utilizando Misoprostol, lo que motivó una 
denuncia penal, y fue muy complicado. 


De cualquier manera, me parece improbable -es una apreciación personal- que una mujer prefiera el aborto 
clandestino. Por eso digo que me parece un avance. Pero sí conozco casos en los que la ansiedad y la 
situación de la mujer llevaron a ello. En el caso de la mujer que comenté que tomó Misoprostol, se trataba de 
un hijo muy deseado y buscado durante muchos años, pero tenía una malformación grave, por lo que recurrió 
al Ministerio de Salud Pública; la contestación demoró unos días y no esperó. 


De cualquier manera, en la actualidad, el Misoprostol genera, en algún sentido, menos riesgos que los abortos 
quirúrgicos que se hacían antes, pero también tiene muchos otros riesgos cuando se da sin indicación médica. 
Cuando se da fuera de oportunidad, puede provocar que nazcan prematuros extremos, como ocurrió en 
Brasil. Si la mujer lo toma en cualquier momento, en vez de provocar un aborto, puede generar un prematuro 
extremo -que, en general, es una tragedia, aunque no siempre-, si lo toma en dosis bajas, puede generar 
malformaciones fetales, que son muy conocidas en el Misoprostol, y también lo llegan a tomar cuando hay 
contraindicaciones. Bien indicado, en la dosis adecuada y en el momento oportuno, es el mejor método 
abortivo que hay, con riesgo casi cero, pero no hay que banalizarlo. 


Hay otras cuestiones que quiero señalar, que son muy menores. 


En el proyecto presentado por el señor Diputado Posada, cuando se comienza a describir el mecanismo, se 
establece que en ese equipo de tres personas debe haber, por lo menos, un médico junto con el técnico de 
salud mental y el asistente social, y al final, se habla de un ginecólogo. Me parece que ese detalle es 
importante y que habría que precisarlo. Tal vez, optaría por una solución más amplia, porque se debe pensar 
que algunos de estos casos puedan ser manejados en un nivel más general por la medicina familiar, tratando 
de que no sean abortos quirúrgicos. No obstante, en el caso de que se opte por un ginecólogo, debería 
establecerse desde el principio. 


Abusando de vuestra paciencia, quiero mencionar un detalle más, y es que en el proyecto que vino del 
Senado -lo comento por un rasgo obsesivo que tengo con ese tema- se hace referencia al libre consentimiento 
informado. Para mí, no es una buena denominación. El consentimiento informado por definición no solo es 
informado sino también libre y dado por alguien capaz o por un adolescente maduro. En algunas normas, en 
algún decreto viejo esto aparece y creo que se ha clonado esa forma de mencionarlo. Me parece que en el 
mundo se llama: "de consentimiento desinformado". Y si lo que se quiere es tomar una definición amplia, que 
no limite en el apellido esta información, habría que ponerle: "consentimiento válido", porque la información 
tampoco es suficiente para la validez. De manera que, o se toma el uso normal, o se es preciso con la 
denominación y sería "válido". 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay datos estadísticos que podamos manejar en forma fidedigna al menos 
nosotros, pero usted cuestiona el planteo de que para que la menor pueda avanzar en su decisión, debe 
contar con el consentimiento de alguno de sus padres o progenitores. Decía que es una situación 
compleja y que, por otro lado, violenta este concepto más moderno de la madurez de los adolescentes. 


Hay un tema que nos costó y que hemos discutido con los asesores: el de la patria potestad, es decir, si eximir 
a la menor del consentimiento de sus padres violenta la patria potestad. 


Por otro lado, está el tema de judicializar esta situación. El embarazo adolescente es una problemática muy 
importante para el país y es una situación muy violenta cuando existe abuso intrafamiliar que lo provoca. 


Quizás, el hecho de que la adolescente tenga que contar con el aval de algunos de sus progenitores la inhiba 
de avanzar en el planteo, precisamente, por la evidencia que implica enfrentar una situación que, obviamente, 
debe ser devastadora para cualquier adolescente. Mi pregunta es si para usted este es un factor que puede 
incidir y que, eventualmente, conspire con encontrar soluciones para este tipo de casos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Es muy interesante. 


Mi planteo fue que, de repente, los padres no son los mejores consejeros o soportes afectivos del varón 
adolescente. Vamos a poner el ejemplo más dramático y no necesariamente el único: capaz que el autor del 
embarazo es el padre, y muy difícilmente la adolescente lo diga. Quizás no lo sea, pero se trate de una familia 
represora. Fueron ustedes los que, representándome como ciudadano, modificaron en la Ley de Salud Sexual 
y Reproductiva el Código la Niñez y la Adolescencia para asegurar la intimidad y la confidencialidad en la 
consulta médica, y ahora tienen la precaución de decir: "propendamos a que un adulto responsable apoye al 
adolescente". Nos cuidamos, y después, al regular el aborto legal, hay que llamar al padre. Se terminó la 
confidencialidad, la privacidad y todo. 


Con los abogados que se dedican a los derechos de la infancia y la adolescencia aprendí que se ha modificado 
el criterio de patria potestad y que no es más un instituto por el cual los padres hacen lo que quieren con sus 
hijos hasta el día en que cumplen los dieciocho años -o como sucedía hasta 1995, hasta los veinte y uno-, 
momento en el que los hijos empiezan a decidir, sino que se trata de la obligación de los padres de garantizar 
el ejercicio de los derechos a sus hijos menores de edad. No es una subrogración de los derechos. Si los 
padres hacen cosas que atenten contra los derechos y los intereses de los niños, no es válido. Pienso que el 
derecho a la confidencialidad en salud, y en especial, en salud sexual reproductiva es especialmente 
importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el articulado planteamos la necesidad de una denuncia judicial e 
intervención del médico forense para los casos de violación. Hipotéticamente, en estos casos, se 
habilitaría a recurrir fuera del plazo de las doce semanas. Quisiera saber cuál es la evaluación que 
puede hacer un médico forense después de las doce semanas para confirmar si hubo una violación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Son remotas las posibilidades, aunque el examen se produzca más 
recientemente. ¿Por qué digo esto? Porque existe una creencia en el imaginario acerca de que en la 
mayoría de las violaciones se produce violencia física, con una víctima que se resiste, queda golpeada, 
con hematomas en todo el cuerpo y medio muerta. Hay alguna de esas cada tanto. Pero la mayoría de 
los casos de violación se dan mediante otra forma de violencia que no deja ni un solo machucón. Es 
más, en los niños -hemos polemizado mucho al respecto- ni siquiera sirve el examen genital, porque, 
normalmente -excepto casos muy excepcionales, por debajo de los seis años- no hay ningún signo físico 
de abuso, excepto que le contagien una enfermedad. Porque el abuso se da sin penetración, 
simplemente, porque el pene en erección no entra. 


Entonces, pueden ser abusados y tener un himen perfecto. No tiene nada que ver. En los casos de embarazo, 
se podría certificar que tuvo relaciones sexuales, lo que ya se sabe, por lo tanto, no aportaría mucho. El 
interrogatorio siempre aporta datos, más que nada, en el sentido de verificar si la versión de la presunta 
víctima con respecto a la fecha de violación coincide con la médica. En realidad, puede ser de alguna 
utilidad, pero no es especialmente interesante. 


El primer caso que tuve fue en el Hospital Pereira Rossell; se trataba de una niña de nueve años que estaba 
embarazada, la cual terminó teniendo al bebe. En ese caso podemos hablar de una violación por definición, 
por la sencilla razón de que la niña tenía nueve años, hecho por el cual no se precisaban peritos o abogados 
que certificaran ese hecho. Entonces, se realizó el trámite ante el Juzgado de la sede de Pando para pedir 
autorización a fin de interrumpir el embarazo, pero cuando llegó dicha autorización la niña estaba de más de 
doce semanas por lo que no se pudo llevar a cabo, ya que la ley establecía que por violación solo se podía 
realizar hasta las doce semanas de gestación, aunque en ese caso se trataba de una niña de nueve años. Por 
eso digo que la casuística es muy compleja y cruel. 


SEÑOR AMARILLA.- Podría hacer varias consideraciones sobre las manifestaciones del doctor 
Rodríguez, pero no quiero entrar en debate sobre su postura. De todos modos, voy a realizar algunas 


consultas. 


Según entendí, el doctor Rodríguez no está de acuerdo con que se judicialice la denuncia en aquellos casos de 
violación en los que la víctima no la quiere hacer efectiva, aunque podría redundar en una vía rápida para la 
autorización del aborto. 


También hizo referencia a los menores, aunque creí entender que su postura es independiente de la edad de la 
persona. De todos modos, el doctor Rodríguez manifestó que los menores no deberían requerir la opinión de 
sus progenitores o de quienes ejercen su patria potestad a los efectos de hacer el trámite de interrupción del 
embarazo. Por tanto, razonando por el absurdo y teniendo en cuenta ese planteo, quisiera saber si de ese 
modo no se estaría protegiendo al abusador y al violador. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradezco mucho la pregunta formulada por el señor Diputado Amarilla. 


En realidad, no creo que sea así; si una mujer es abusada y por algún motivo no denuncia a su abusador pero 
sabe que en el sistema de salud, pese a su decisión, se llevará a cabo la denuncia, lo que ocurrirá será que no 
se presentará ante ningún servicio. Me refiero, por ejemplo, a una mujer abusada por su padre. 


Cuando se reglamentó la ley de violencia doméstica, se dictó un primer decreto por medio del cual se 
obligaba a los técnicos a realizar la denuncia contra la voluntad de la mujer; por suerte eso después se 
modificó y los técnicos tratamos de ayudar y empoderar a la mujer para que haga la denuncia. Si le decíamos 
que íbamos a realizar la denuncia sin importar lo que ella quisiera, estábamos impidiéndole que concurriera 
al médico. Por tanto, no creo que de esta manera se esté protegiendo a la mujer, como tampoco creo que lo 
hiciera el codificador. Digo esto porque actualmente el Código Penal lo establece de esa manera, como 
delitos que se persiguen a instancia de parte. De manera que considero que habría que mantener ese criterio. 


Asimismo, se me ocurre que para el caso de los adolescentes maduros, sería adecuado mantener en esta 
legislación la redacción del Código de la Niñez y la Adolescencia -que se modificó en 2008-, ya que me 
parece que es lo suficientemente clara, flexible y realista y establece todos los mecanismos para poder 
resolver ese problema. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera hacer un par de aclaraciones que me parecen importantes. 


En primer lugar, el doctor Rodríguez cuestionó el artículo 6”, que habla de las excepciones fuera de las 
circunstancias, plazos y requisitos. El doctor Rodríguez cuestionó concretamente el literal C) de este artículo, 
que hace referencia al embarazo cuando fuera producto de una violación acreditada con la constancia de la 
denuncia judicial e intervención del médico forense. En este caso, me adelanto a decir que la intervención del 
médico forense -no solo por lo manifestado por el doctor Rodríguez, sino también por otras opiniones 
recabadas en el ámbito de la Comisión- me parece que es una exigencia poco adecuada; en realidad este 
requisito no estaba en los proyectos anteriores, sino que surgió en conversaciones posteriores. Sin embargo, 
en los otros proyectos sí estaba planteado el tema de la denuncia judicial y quiero explicar -por lo menos 
desde mi punto de vista- por qué esto sigue siendo una exigencia importante. Creo que es importante porque 
estamos hablando de situaciones fuera de los plazos. En realidad, cuando existe una violación y se sigue el 
camino establecido dentro de los plazos, es decir, el de las doce semanas de gestación, no hay ninguna 
obligatoriedad de realizar la denuncia, aunque el concebido sea producto de una violación. Esto quiere decir 
que, desde todo punto de vista, se protege la confidencialidad, y la mujer no tiene por qué declarar el hecho, 
salvo en el ámbito de apoyo. Entonces, ¿por qué hicimos referencia a la obligatoriedad de la denuncia? 
Porque si estamos estableciendo una situación de carácter excepcional, de alguna manera hay que fundarla. 
En realidad, estamos hablando del caso de una mujer que dejó pasar las doce primeras semanas de gestación 
y que recién después toma la decisión de interrumpir su embarazo, producto de una violación. También 
debemos tener en cuenta lo que establece el Código; el Código dice que cuando se da ese tipo de situación, 
producto de una violación, no tiene pena. Entonces, lo que buscamos, de alguna manera, es que 
efectivamente haya una denuncia a fin de formalizar que ha habido una violación, porque la otra alternativa 
siempre estuvo planteada. Esto es lo que quería decir con respecto al literal C) del artículo 6”. 


En cuanto al artículo 7", lo que se plantea para las menores, es la alternativa, porque en el primer inciso se 
dice que en dicho consentimiento deberá expresarse la voluntad de la menor y el asentimiento de al menos 


uno de sus representantes legales, o en su defecto de quien ejerza su guarda jurídica o tenencia ratificada 
judicialmente. Además, dice que cuando por cualquier causa se niegue el asentimiento o sea imposible 
tenerlo de quien debe prestarlo, la adolescente podrá presentarse con los antecedentes correspondientes ante 
el Juez competente. ¿Y esto por qué? Yo creo que nosotros no podemos, en ningún caso -estamos hablando 
de menores no habilitadas, lo cual es una precisión importante-, arrogarnos el derecho de superar lo que se 
establece en materia de patria potestad. Entonces, frente a esa situación, lo que se busca -esto estaba en el 
proyecto aprobado por el Senado- es asegurar una instancia judicial que sea supletoria de la decisión que 
deben tomar los padres. De otro modo, en definitiva, una adolescente estaría tomando la decisión por sí y 
ante sí, al margen del sistema jurídico vigente. Esa es la preocupación que estuvo presente en el análisis, 
razón por la cual se estableció esta posibilidad. Además, si se presta atención, se podrá observar que en esa 
instancia judicial no hay participación de los padres; únicamente se escucha a la menor y al Ministerio 
Público. Por tanto, en ese sentido, se mantiene la confidencialidad en situaciones dramáticas como las 
planteadas por el doctor Rodríguez, por ejemplo, cuando el embarazo sea fruto de la violación de un padre. O 
sea que desde ese punto de vista creo que el proyecto, de hecho, contempla situaciones extremas y da una 
salida legal adecuada. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero reiterar algo que dije al comienzo. Comprendo perfectamente que la 
lógica parlamentaria y política tiene sus reglas. Digamos que acá yo estoy hablando desde el Olimpo, y 
hay determinada ingeniería parlamentaria y política. Está bien. Reconozco que sería mejor cualquiera 
de estos proyectos que la realidad actual, pero yo tengo que ser franco. 


Con respecto al tema de la violación, obviamente, dentro de los plazos no habría ningún problema, aunque la 
mujer no haya sido violada. El problema es en la hipótesis de que fue violada. Entonces, hay múltiples 
situaciones. Las más frecuentes no son la violación por un extraño, un psicópata que la encontró en un 
descampado. Yo me refiero a los embarazos ocultos, cuando las mujeres se fajan y se esconden, porque el 
hecho genera toda una repercusión familiar. Esto justificaría no solo que la mujer no quiera o pueda hablar o 
denunciar, sino también la tardanza. En esas situaciones entiendo que una mujer no quiera o no pueda, de 
acuerdo a su situación particular y existencial, tener la fuerza o las condiciones para hacer una denuncia. Por 
eso hablé de la experiencia regional. Yo entregué a la Secretaría de la Comisión un programa que hay en 
Brasil, vinculado con el manejo del aborto por estupro, que establece que la denuncia se haga ante el sistema 
de salud. Eso tiene la ventaja que protege el ámbito desde la confidencialidad que da el sistema de salud y no 
el sistema judicial que, entre otras cosas, se maneja con expedientes públicos. Además, la denuncia judicial 
tampoco inmuniza contra denuncias falsas de alguien que se le pasó el tiempo. Es una formalidad, pero tiene 
esos inconvenientes que el ambiente privado y confidencial del sistema sanitario no tiene, porque -coloca el 
hecho en un ambiente prácticamente público como es un juzgado penal. 


Con respecto al otro punto, con la mayor consideración por la visión de la Comisión y de sus integrantes, 
creo que el sistema jurídico actual ampara a que los adolescentes maduros tomen decisiones por sí y ante sí. 
Ya existen numerosas leyes en ese sentido. Por ejemplo, el Código de la Niñez y la Adolescencia y la 
Declaración de los Derechos de los Jóvenes a partir de los quince años. Eso vale tanto para una cirugía como 
para un tratamiento médico. No hay que llamar al padre para pedir su consentimiento; son leyes que están 
reglamentadas y que establecen cómo se procede en esos casos. Y si eso es así para temas que tienen mucho 
menos connotaciones vinculadas con la intimidad, con lo familiar, me parece que con más razón habría que 
proteger la salud sexual y reproductiva. Por eso creo que el sistema jurídico actual ampara a que los 
adolescentes maduros tomen decisiones por sí y ante sí. Esta no debería ser una excepción, porque se trata de 
una de las decisiones del ámbito médico que más tiene que ver con el condicionamiento del proyecto de vida 
de la persona. Si pueden decidir que una cirugía se haga por laparoscopía o a cielo abierto, que tiene mucho 
menos trascendencia, pueden también elegir continuar o no con un embarazo no deseado. Insisto: creo que es 
muy sabia la ley cuando dice que hay que propender a que exista un adulto referente. No estoy hablando de 
proponer liberar la decisión de los adolescentes a como dé lugar, porque así como tienen este derecho, 
también son lábiles, y sus opiniones muchas veces cambian en poco rato. Creo que habría que mantenerse 
con la normativa vigente y no innovar mucho en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia, y el haber compartido sus opiniones y experiencia 
en esta Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Hugo Rodríguez, representante de la Cátedra de Medicina Legal de la Facultad de 
Medicina) 


(Ingresan a Sala los doctores Alejandro Abal Oltú y Santiago Garderes, representantes de la Cátedra de 
Derecho Procesal del CLAEH) 


——— Esta Comisión da la bienvenida a los doctores Alejandro Abal Oliú y Santiago Garderes, y agradece que 
compartan su trabajo vinculado con el análisis del proyecto de ley sobre interrupción voluntaria del 
embarazo. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Agradecemos la invitación que se cursó a la Facultad de Derecho del CLAEH 
para tratar este tema. 


Antes de comenzar, quisiera hacer un par de precisiones. En primer lugar, el informe que se nos solicitó es de 
la Cátedra de Derecho Procesal porque la invitación venía dirigida de esa manera, no de la Cátedra de 
Derecho Penal ni del Instituto de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho del CLAEH. Esto no es 
menor, porque nos vamos a abstener de hacer valoraciones constitucionales referidas a pactos internacionales 
sobre el fondo del tema, sobre la interrupción en sí misma del embarazo. 


Hemos estudiado el material que nos brindaron y hemos intercambiado puntos de vista dentro de la Cátedra 
de Derecho Procesal sobre los aspectos procesales de este proyecto de ley, es decir, sobre lo que tiene que ver 
estrictamente con la intervención jurisdiccional. De manera que no queremos que el silencio de nuestra parte 
respecto al tema de fondo se interprete como una opinión a favor o en contra, que la podemos tener pero no la 
queremos expresar porque no es lo que nos solicitaron. Nos limitaremos exclusivamente a ver las cuestiones 
procesales que creemos pueden ser pasibles de ser mejoradas en el texto que está a consideración de la 
Comisión. 


Informo que la presentación que hará el señor Garderes está en versión electrónica. Si los legisladores lo 
desean, se la podemos enviar por mail. 


SEÑOR GARDERES.- Los proyectos a estudio parten en general de la siguiente premisa: la 
interrupción voluntaria del embarazo no requiere previa autorización ni invocación de causa o motivo 
si se cumplen los requisitos legales, es decir, si se produce antes de las doce semanas de gravidez, 
siempre que la mujer grávida sea mayor de edad y no haya sido declarada incapaz. A partir de esa 
premisa, los proyectos no prevén un proceso jurisdiccional dirigido a obtener la autorización judicial 
para la interrupción voluntaria del embarazo si se cumplen esos requisitos legales. Tampoco se prevé 
necesario el consentimiento del padre biológico ni su participación necesaria en la consulta con el 
equipo interdisciplinario al que se haga referencia. Esto es a título descriptivo para que luego podamos 
ingresar al tema procesal. 


En esos proyectos se prevé un período de reflexión necesario y el asesoramiento de un equipo 
interdisciplinario con algunas variantes en los distintos proyectos, figurando en la exposición de motivos del 
proyecto del Representante Posada antecedentes de derecho comparado que prevén soluciones similares. 


Los proyectos a estudio prevén la autorización judicial solo en dos hipótesis. Primero, tratándose de una 
mujer menor de edad, cuando no sea posible obtener el consentimiento de, al menos, uno de sus padres o 
representantes legales. Inclusive, en alguno de los proyectos se prevé también que la menor pueda manifestar 
su Oposición a que sus padres o representantes legales tomen conocimiento de su estado de gravidez, lo que 
podría dar lugar al planteo a nivel judicial para obtener la autorización. El segundo supuesto de un proceso 
judicial previsto en los proyectos es cuando se trate de mujeres que han sido declaradas incapaces. 


Antes de ingresar al análisis de esos procesos, voy a reiterar la observación que ya se hizo en el siguiente 
sentido. El análisis de los proyectos se limita, en esta oportunidad, a los aspectos procesales, por lo que habrá 
de concretarse a las cuestiones vinculadas con los procesos jurisdiccionales previstos en esos proyectos, sin 
efectuar valoraciones en cuanto a la constitucionalidad o convencionalidad de las soluciones previstas sobre 
el fondo de la cuestión, en esencia sobre la interrupción voluntaria del embarazo y el derecho de los sujetos 
involucrados, en especial del concebido. 


Sin perjuicio de que nuestra idea no es ingresar en aspectos de fondo, manteniendo la perspectiva 
esencialmente procesal, pero dando un enfoque constitucional del proceso, planteamos como una inquietud 
para su eventual estudio que corresponde definir, en primer término, en un plano de análisis puramente 
jurídico -aquí no entran consideraciones de otra índole-, si la decisión de interrumpir voluntariamente el 
embarazo involucra exclusivamente los derechos de la mujer grávida o, por el contrario, es susceptible de 
afectar los derechos de otros sujetos. En ese caso, habría que ver si corresponde que esa decisión esté sujeta 
al control jurisdiccional del cumplimiento o verificación de los requisitos legales del acto, dando noticias a 
los sujetos que puedan verse afectados por esa decisión -por ejemplo, el padre biológico, el representante del 
concebido, los padres o representantes de la menor- o si, por el contrario, es suficiente con el control que 
realice el médico actuante. 


Dejo esto planteado porque entiendo que se trata de un tema que también lleva a ingresar al fondo de la 
cuestión. En ese marco de análisis, la duda consiste en si es suficiente un control del médico sobre los 
requisitos o si debe existir otro tipo de control con garantías, con participación o con noticias a los sujetos 
que también puedan ver afectados sus derechos por esa decisión. 


Dejando de lado esas consideraciones y si nos centramos específicamente en los proyectos, la idea es plantear 
una serie de consideraciones generales y, eventualmente, alguna referencia puntual sobre algunos de esos 
proyectos. 


Me voy a referir a la generalidad de las cuestiones de los proyectos, no a cada uno en particular. El proceso 
judicial previsto para autorizar la interrupción voluntaria del embarazo en los casos de mujeres menores de 
dieciocho años, a falta de asentimiento o consentimiento de los representantes legales, puede asimilarse al de 
irracional disenso previsto en el artículo 110 del Código Civil, que el artículo 406 del Código General del 
Proceso cataloga como un proceso voluntario, aunque esa calificación puede merecer algunos reparos. No es 
una cuestión ociosa o puramente técnica porque allí pueden derivar algunas otras proyecciones. ¿Es 
realmente un proceso voluntario en el que el único interés en juego es el de la madre que comparece ante el 
Juez a solicitar autorización o, por el contrario, en la base de ese proceso hay un conflicto de intereses que 
puede determinar la necesidad de que participen otros sujetos? Si estamos analizando que este proceso puede 
tener lugar ante la negativa de los padres o representantes legales, lo que corresponde determinar es si en la 
base de ese planteo existe un conflicto de intereses que determine necesaria la noticia y eventual 
participación de los padres o representantes que niegan ese consentimiento para que también sus razones 
tengan alguna canalización en la decisión judicial que se va a adoptar. 


El siguiente punto de análisis -siempre vinculado con lo que estamos manifestando ahora- es si, en definitiva 
-aun partiendo del supuesto de que exista en la base de estos procesos un conflicto intersubjetivo de 
intereses-, los intereses que puedan determinar la negativa de los padres o representantes son jurídicamente 
relevantes. ¿Tienen alguna incidencia en la decisión que se vaya a adoptar o no? Ese sigue siendo un aspecto 
que considero relevante definir. 


Si lleváramos esto al plano de los proyectos a estudio, podría definirse, quizás con mayor precisión, cuál es el 
objeto del control que va a efectuar el Juez en ese caso concreto. ¿El control que va a realizar el Juez va a 
estar limitado a constatar que el consentimiento de la menor sea voluntario, espontáneo y consciente? ¿O el 
Juez, en esos supuestos, también tiene un rol que va más allá de eso y puede llevar a controlar o verificar que 
se cumplan los requisitos legales que permiten, en el marco de los proyectos, esa interrupción voluntaria? Me 
refiero a si estos procesos también tienen por objeto, por ejemplo, controlar que la decisión se esté tomando 
dentro del plazo legal de las doce semanas de gestación. ¿Eso también forma parte del control que tiene que 
hacer el Juez o es una cuestión que está excluida? 


Este punto puede aclararse con mayor precisión en el proyecto porque no surge con claridad cuál es el marco 
de control que va a tener el Juez en ese proceso y tampoco qué control va a realizar el Ministerio Público, 
cuya participación está prevista en la mayoría de los proyectos, salvo en uno puntualmente. ¿Cuál es el 
control que va a realizar el Ministerio Público? ¿Analizará si el consentimiento fue prestado en forma válida, 
voluntaria, espontánea o consciente o tendrá que controlar que se den los demás requisitos? 


Por otra parte, en estos procesos ¿corresponde al Juez analizar o considerar las razones o motivos que puede 
invocar la menor para haber adoptado esa decisión? Esa es una cuestión que escapa del control judicial. 
Según los proyectos, parecería que ese punto no va a entrar en consideración del Tribunal porque, constatada 


la voluntad, en principio, regiría la regla de que es un acto que pasa por esa decisión sí se da en las primeras 
semanas. De todos modos, son aspectos que sería conveniente plantear para evitar problemas. 


Sin desconocer los fundamentos que se invocan en la exposición de motivos de uno de los proyectos para 
reservar la decisión a la madre, en el contexto del proceso judicial analizado -fuera de ese contexto, la 
decisión no requiere autorización judicial-, se planteaba si era preciso saber si el padre biológico del 
concebido tiene derecho a ser oído en este proceso, en la medida en que lo resuelto pueda afectar sus 
derechos y los de su hijo concebido. Esto no supone condicionar la resolución judicial al previo 
consentimiento o autorización de los restantes sujetos mencionados, sino asegurarles su derecho a ser oído en 
una cuestión que puede afectar sus derechos de compartirse esta última premisa. Todo siempre gira entorno a 
una cuestión de definiciones y no estoy planteando que deba seguirse una u otra postura. Si estamos ante un 
proceso jurisdiccional en el que debe asegurarse el derecho de defensa y el debido proceso para todos los 
afectados por la decisión a tomarse, es un punto para plantear salvo que la opinión de los restantes sujetos sea 
absolutamente irrelevante desde el punto de vista jurídico. De lo contrario, un proceso seguido con las 
debidas garantías, debería contemplar esa posibilidad. 


En cuanto a lo específicamente procesal, un punto que puede regularse con más precisión es lo atinente a la 
capacidad procesal tratándose de menores de edad. ¿Están facultadas para comparecer sin ningún curador o 
sin ningún supuesto de asistencia? ¿Necesitan la presencia de un curador ad litem en ese supuesto? En algún 
proyecto se menciona como necesaria la asistencia letrada. Sin perjuicio de las variantes de los proyectos, 
debe estar definida si es preceptiva. Tratándose de menores de edad, es un aspecto que sería importante 
regular para comparecer por sí en los procesos. 


Por otra parte, entiendo conveniente definir con más precisión las reglas de competencia. En general, se 
manejan referencias a los Juzgados Letrados del interior pero habría que agregar los Juzgados Letrados del 
interior con competencia en materia de familia; esa referencia está planteada en términos generales en 
algunos de los proyectos. Aclaro este punto porque se habla de Juzgados Letrados de Primera Instancia del 
interior. 


Otro aspecto para analizar es si a nivel de la capital lo más conveniente sería mantener la competencia en los 
Juzgados Letrados de Familia o asignar los casos a los Juzgados Letrados de Familia Especializados que 
entienden en cuestiones de urgencia. 


Otra cuestión de índole procesal -que eventualmente puede llegar a analizarse para evitar inconvenientes 
futuros- refiere a los recursos. La resolución que adopte el Juez en esos procesos ¿admitirá o no recursos? En 
la medida en que el proyecto no establezca ese punto, eso va a generar dificultades por la integración con 
otras disposiciones que regulan en términos generales las cuestiones procesales. Por lo tanto, la regulación de 
los recursos es algo muy importante. 


La publicidad o reserva del proceso es trascendente porque hay que saber si va a ser un proceso de acceso 
público o reservado. También hay que aclarar si la eventual reserva que se adopte también alcanzaría a 
algunos de los sujetos que ya mencionamos: padre de la menor, padre biológico, etcétera. Debemos saber si 
esa reserva tendrá un alcance absoluto o si habría que analizarla en relación a estos sujetos. 


En cuanto a las soluciones puntuales de los proyectos, voy a analizar en primer término el proyecto que nos 
fuera remitido como la versión final del señor Diputado Posada. Parecería que el objeto del proceso estaría 
limitado a recabar el consentimiento de la menor; en la lectura no surge si la función del Juez debe 
comprender el control de los requisitos legales que autorizan a interrumpir voluntariamente el embarazo, 
aunque esto puede surgir implícito con la referencia a la presentación de los antecedentes correspondientes. 
Esto es importante que el Ministerio Público y quien vaya a solicitar la autorización lo tengan claro. Hay que 
saber hasta dónde llega la función del rol del Juez en esos procesos. 


En cuanto a los antecedentes, habría que precisar si también lo constituyen las certificaciones o constancias 
médicas que permitan controlar si el embarazo tiene la duración que la ley prevé para autorizar la 
interrupción voluntaria. Pero ¿esto significa que el Juez también va a controlar ese aspecto o que va a 
constatar el consentimiento? La referencia a los antecedentes que debe agregar en la solicitud la menor 
cuando pide la autorización judicial, en la medida en que puedan ser conectados con esta otra cuestión que 
mencionábamos, podrá aportar claridad sobre cuál es el alcance del control que se va a realizar en ese tipo de 
procesos. 


No se aclara si la solicitud debe ser escrita o verbal; en algunos de los proyectos se habla de solicitud verbal. 
Si se mantuviera la idea de un proceso verbal, habría que adoptar algunas soluciones de índole práctico 
porque nuestro sistema procesal está diseñado para recibir inicialmente las solicitudes en forma escrita, a 
través de la Oficina de Distribución de Turnos. ¿Qué ocurre en caso de que no se presenten inicialmente los 
antecedentes? ¿Podrán presentarse luego en la audiencia prevista o el Juez estaría facultado para rechazar la 
solicitud si no se presentan los antecedentes? Se trata de cuestiones puntuales que podrían aportar soluciones, 
sobre todo, teniendo en cuenta el carácter urgente con que debe manejarse el Juez en estos casos 


¿Quién estaría legitimado para recurrir eventualmente la decisión que se adopte? ¿Solo la menor de edad, el 
Ministerio Público, en la medida en que participe en el proceso u otro de los sujetos mencionados 
anteriormente? 


Una cuestión que puede resultar secundaria pero que desde la perspectiva del análisis procesal es importante, 
refiere a prever la gratuidad del proceso, sobre todo, por las cargas tributarias que suelen tener; en algunos 
casos están excluidos, parecería que este es un caso típico en ese sentido. 


Otro punto que no veo mencionado es cómo incide este proceso respecto del plazo en el que se admite la 
interrupción voluntaria del embarazo que, como aparece en los proyectos, no puede superar las doce 
semanas. ¿Qué ocurriría, entonces, si la solicitud se formulara dentro del plazo pero la decisión judicial 
llegara algunos días más tarde? En el proyecto aprobado por la Cámara de Senadores había alguna referencia 
que sería conveniente mantener. Se establecía que cuando se estuviese próximo al vencimiento del plazo, el 
Juez debía imprimir una mayor celeridad al proceso y resolverlo en forma inmediata. Es un aspecto que debe 
ser analizado. 


Otra cuestión que conviene tener presente teniendo en cuenta la urgencia de lo que hay que resolver, pasa por 
analizar cuestiones previas que se pueden plantear en los procesos y que generan dilación. Hay soluciones 
que se pueden tomar para analizar y determinar si son aplicables a este proceso que, por ejemplo, están 
previstas en la ley de amparo que establece una cierta restricción a determinados planteos que pueden llevar a 
dilatar el trámite el proceso. Un punto específico cuya solución es compleja a nivel de la normativa legal y 
constitucional, tiene que ver con cómo puede llegar a incidir en estos procesos un planteo de 
inconstitucionalidad, que no hay que descartar a priori en supuestos como los de esta ley. Entonces, ¿qué 
ocurre con un eventual planteo de inconstitucionalidad que tiene un efecto suspensivo en el trámite del 
proceso, porque una vez que se plantea, el Juez no puede seguir y tiene que elevar los antecedentes a la 
Suprema Corte de Justicia? En ese sentido, sería bueno que ese punto tenga algún análisis o solución porque 
la esencia de la urgencia puede verse afectada. No se trata de una solución fácil porque existe una disposición 
constitucional al respecto. 


Estas son las consideraciones que podemos hacer desde la perspectiva procesal. 


Para el proyecto elaborado por el señor Diputado Posada, las consideraciones son similares a las que hemos 
planteado recién. Quizá, en ese proyecto la competencia tiene una mayor precisión en la medida en que se 
establece la competencia de los Juzgados Letrados con competencia en materia de familia. Esto descarta 
cualquier inconveniente para los Juzgados Letrados del interior. 


En cuanto al proyecto aprobado en la Cámara de Senadores -concentrándonos en las soluciones que 
establecen la autorización judicial-, a diferencia de los procesos regulados en los proyectos considerados 
anteriormente, en este proyecto se prevé la legitimación de la dirección del servicio de asistencia médica o 
del médico actuante para promover el proceso y requerir la autorización judicial. En lo personal, considero 
que es preferible mantener la legitimación activa para solicitar la autorización a la persona involucrada, en 
este caso a la menor. De todos modos, lo planteo como una variante con respecto a los otros procesos 
considerados. 


La regulación de la competencia merece los mismos comentarios que ya hemos analizado y también lo 
relativo al objeto del proceso, que en este caso tiene la particularidad de que no se aclara el objeto de este 
proceso, si se limita a confirmar la decisión de interrupción voluntaria del embarazo y a recabar el 
consentimiento en tal sentido o si incluye el control judicial de los requisitos legales y de conveniencia, 
teniendo presente la referencia que se incluye a las pautas que habrá de considerar el Juez para resolver. Hay 
determinadas pautas que mencionan este proyecto que permitirían inferir que el Juez al decidir no va a tener 


solamente en cuenta la constatación de la voluntad de interrumpir libremente el embarazo, sino otros aspectos 
que hacen al fondo de la decisión adoptada. 


Repito que, en lo personal, creo que ese es uno de los aspectos centrales. Si tuviera que resumir esta 
referencia diría que me parece que el aspecto central es definir cuál va a ser el objeto de este proceso. 
Además, habría que determinar si los intereses de otros sujetos, si estamos pensando en un proceso que tiene 
por finalidad suplir el consentimiento de los padres o representantes de la menor, son jurídicamente 
relevantes y, si lo son, deben tener un canal para ser oídos y considerados por el Juez en el proceso. 


Esos principios son las referencias primarias desde el punto de vista procesal. 
SEÑOR ABAL OLIÚ.- Quiero insistir sobre algunas consideraciones. 


El proceso, tal como está planteado teóricamente, va a ser raro, no va a ser lo común porque no es habitual ni 
de todos los días. No obstante, si se hace va a ser sumamente urgente. Entonces, hay una cantidad de 
cuestiones prácticas que, si se quiere hacer funcionar, habría que precisarlas muchísimo, entre ellas, lo que 
tiene que ver con la competencia. Inclusive, más allá de lo que mencionó el profesor Garderes porque, por 
ejemplo, en el interior hay varios Juzgados con competencia no solo de Juzgado Letrado, sino de familia, si 
es que se pusiera, para precisar un poco más. Hay varios con competencia de familia. Por lo tanto, habría que 
dictar normas que establecieran a cuál de los dos se debe acudir porque no hay un sistema de reparto de 
turnos como el que existe en la oficina de Montevideo. Eso se hace por acordadas y es un sistema muy 
complejo y lejano de la cercanía en el tiempo que necesariamente requiere este tipo de proceso. Entonces, si 
van a determinar la competencia, háganlo diciendo "el Juzgado Letrado de primer turno con competencia en 
materia de familia de cualquier ciudad del interior donde haya más de uno". Lo mismo se aplica a 
Montevideo. No veo cuál es el problema porque realmente van a ser muy pocos procesos, si se aprueba la 
ley; este es un mecanismo muy excepcional. No hay inconveniente en que se centralice en un único Juzgado. 


Esto también tiene una ventaja que tiene que ver con el derecho que tendrían que tener los Magistrados - 
Fiscales y Jueces- para abstenerse de intervenir en este proceso por razones personales, o sea, razones de 
conciencia. Si se acepta la reserva de conciencia, también debería aceptarse para los Magistrados que 
intervengan en este tipo de proceso, porque seguramente a quien tenga una reserva de conciencia al respecto, 
le resultaría sumamente violento tener que decidir sobre algo que le parece que no está bien. No estoy 
opinando acerca de si está bien o mal, simplemente me coloco en la cabeza de quien puede entender que la 
solución legal no es la que, a su juicio, debería haberse contemplado. Estas dos cosas se juntarían un poco, 
porque si se atribuye competencia a un único Juez, ya se va a saber de antemano cuál es, se va a simplificar 
todo y se va a poder obviar la objeción de conciencia a la cual hago referencia. 


Quiero aclarar que lo que estamos exponiendo es una aproximación a lo que se podría aportar para los 
aspectos procesales del proyecto de ley a consideración. 


SEÑOR POSADA.- Al principio de la intervención, nos dijeron que nos iban a hacer llegar un material 
escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se hará a través de la Secretaría de la Comisión. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Agradezco la exposición que ha sido muy clara. No obstante, me gustaría 
que me aclararan algunos puntos. 


En cuanto a los casos que llegan a la Justicia que por lo que indica el Código Penal se pueden realizar aborto, 
me gustaría saber qué pasa actualmente desde el punto de vista procesal. 


Con respecto a establecer un único Juzgado que pueda tener competencia para estos casos. Quisiera saber de 
qué manera debería establecerse eso en la ley para que determinado Juzgado sea el único que entienda en esta 
materia. Es decir, de qué manera el legislador puede establecer cuál es la competencia e indicar cuál sería ese 
Juzgado. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Creo que no tiene ninguna complejidad. 


Aclaro que no es un único Juzgado para todo el país. Lo que quise decir fue uno en cada lugar donde haya 
Juzgados Letrados. Si hay uno solo en ese lugar, no hay problema; el problema surge cuando hay muchos. 
Por ejemplo, en Salto hay nueve Juzgados, en Paysandú, un número similar, en Maldonado, ocho y en 
Montevideo muchísimos más. En muchos lugares hay dos o cuatro Juzgados con competencia en materia de 
familia. 


Parto de la base de que si esta iniciativa se aprueba, van a establecer Juzgados con competencia de familia y 
no Juzgados Letrados del Interior; serían Juzgados Letrados del Interior con competencia de familia. Aún así, 
habría que precisarlo. ¿Cómo? No voy a dar la redacción exacta en este momento, pero me aproximo a ella; 
diría que en Montevideo sería el Juzgado Letrado de Primera Instancia de Familia de Primer Turno y, si son 
de urgencia -como sugeríamos a través de la exposición del doctor Garderes-, sería el Juzgado de Familia que 
tiene la competencia en materia de urgencia de Primer Turno. 


Para el interior es distinto, porque allá la numeración corre sin importar la materia. Entonces, habría que 
poner el Juzgado Letrado que tenga competencia de Familia y que esté primero en el orden de prelación 
numérica o algo por el estilo; algo que sea fácil de entender y esté bien escrito. Con eso se simplificarían 
mucho las cuestiones. 


De todas maneras, deberían mantener -si aceptan hacerlo- la posibilidad de objeción de conciencia del Juez, 
que le permita abstenerse y pasárselo a otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los doctores Abal Oliú y Garderes haber compartido sus 
opiniones y haber presentado sugerencias con respeto a los proyectos de ley que estamos considerando. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


